
LOS SISTEMAS DE 
PENSIONES EN 
AMÉRICA LATINA
Aportes para el debate de los trabajadores

TRABAJO Y JUSTICIA SOCIAL

Pensar y debatir sobre la etapa 
de retiro es un tema que siem-
pre ha sido complicado para 
los trabajadores y los sindica-
tos. Por eso, la discusión y la 
formación de posturas sobre 
los sistemas de pensiones es 
un desafío que hay que en-
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social integral, amplia, justa e 
inclusiva. Se espera que este 
documento ayude a compren-
der mejor cómo y por qué dar 
ese debate.
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PRESENTACIÓN

Presentación

Debatir sobre los sistemas de pensiones es un desafío para 
las trabajadoras y los trabajadores, ya que estas preocupacio-
nes parecen estar vinculadas al momento de retiro, cuando 
hay tantas cuestiones por resolver mientras se está en activi-
dad. La misma lógica ocurre en las organizaciones sindicales 
a la hora de plantearse los sistemas de pensiones.

Sin embargo, como parte de un paraguas más amplio que es 
la protección social, los sistemas de pensiones son una pieza 
fundamental en las formas que se da la sociedad para resol-
ver las condiciones de vida de su población. La pobreza, las 
distintas desigualdades, el acceso a la salud y a otros dere-
chos básicos están muy estrechamente ligados a los sistemas 
de pensiones.

Por ello es importante comprender que la orientación de los 
modelos que se aplican en cada país, que responden a enfo-
ques más solidarios o más individualistas sobre el tema, tiene 
efectos muy significativos sobre la sociedad.

Pero si se parte de la idea de que la seguridad social es un 
derecho humano, entonces cabe preguntarse si la discusión 
se está dando sobre los ejes correctos. Hoy en día los debates 
sobre seguridad social están casi indefectiblemente centra-
dos en la sostenibilidad fiscal, la cobertura, la suficiencia y en 
aspectos fundamentalmente económicos. Pero ¿se están 
considerando todos los elementos necesarios?

En el movimiento sindical aún es complicado identificar una 
postura común respecto al tema, pero prima cada vez más la 
posición que algunos movimientos sociales han asumido en 
distintos países de la región: la de luchar por sistemas más 
solidarios e inclusivos. De todas formas, aún no se toman en 
cuenta otros aspectos que también pueden ser centrales en 
el diseño de los sistemas, como la redistribución del ingreso y 
el combate a la pobreza.

Quedan muchos elementos por poner en juego en el debate 
político sobre este asunto: replantearse los sistemas tributa-
rios, los presupuestos públicos asignados al gasto en protec-
ción social, el uso de los fondos que los trabajadores aportan 
para su retiro, entre otros.

Desde uni Américas y fes Sindical Regional esperamos que 
este material sirva para ayudar a comprender los sistemas de 
pensiones de distintos países de la región, pero fundamental-
mente como aporte al debate sobre esta temática al dar a 
conocer las posturas y líneas de acción llevadas adelante por 
los sindicatos.

Si esto se logra, tal vez sea posible avanzar en una agenda en 
la que las trabajadoras y los trabajadores propongan cómo 
abordar el tema, con enfoques nuevos que centren el debate 
en otros ejes, y que, en un tema tan sensible, no sean otros 
los intereses que orienten la discusión.

DÖRTE WOLLRAD
Directora de fes Sindical para América Latina y el Caribe

MARCIO MONZANE
Secretario Regional de uni Américas
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1

INTRODUCCIÓN

En el siguiente documento se busca hacer más fácil y com-
prensible un tema que suele ser muy complicado de abordar 
para los trabajadores, porque resulta complejo, porque pare-
ce lejano, pero también porque es algo incómodo.

En la primera parte del trabajo nos interesa destacar algunos 
aspectos considerados relevantes a la hora de debatir sobre 
los sistemas de pensiones en los distintos países.

Primero, la importancia de señalar a la seguridad social co-
mo derecho humano fundamental, comprendida en el con-
cepto de Estado social de derecho. Además, insistir sobre el 
pilar solidario en que se fundan los sistemas de seguridad 
social.

Segundo, ubicar el debate sobre los sistemas de pensiones 
integrado en un debate más amplio que engloba a los siste-
mas de protección social.

Tercero, considerar los múltiples elementos que implican una 
evaluación del sistema de pensiones en toda su amplitud.

Y cuarto, destacar la importancia del debate social para al-
canzar sistemas viables y sostenibles.
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CONSIDERACIONES PARA UN DEBATE INTEGRAL

2.1 LA SEGURIDAD SOCIAL ES UN  
DERECHO HUMANO FUNDAMENTAL

La noción de seguridad social se inscribe dentro del concep-
to de Estado social de derecho, que postula que la comuni-
dad debe crear las instituciones estatales que garanticen la 
seguridad económica y los servicios sociales a los individuos 
y sus familias. Esta idea está estrechamente ligada a la de 
ciudadanía social: sin un mínimo de bienestar material, los 
demás derechos y libertades se ven menoscabados.

Como producto de la evolución de las ideas, en la Declara-
ción Universal de los Derechos Humanos de 1948 se conso-
lida el reconocimiento del derecho a la seguridad social co-
mo derecho humano fundamental. También en distintas 
convenciones internacionales de derechos humanos, como 
el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales de 1966.

El reconocimiento del derecho a la seguridad social como 
derecho humano fundamental tiene por consecuencia la 
obligación del Estado de adoptar las medidas necesarias a 
fin de lograr su plena efectividad. Cada Estado se compro-
mete a implementar este derecho progresivamente, esto es, 
a dar pasos hacia su plena realización «hasta el máximo de 
sus recursos disponibles».

Siguiendo esa orientación, la protección social se expandió 
en el mundo durante casi todo el siglo XX sin mayores con-
troversias.

Sin embargo, el debate de las ideas ha cambiado en las últi-
mas décadas. La seguridad social a veces es vista únicamente 
por su participación en el gasto público y su incidencia en el 
déficit fiscal, y desde esa visión —que en el pasado se intro-
dujo a través de la frecuente injerencia de los organismos 
multilaterales de crédito (Fondo Monetario Internacional 
[FMI], Banco Mundial [BM])— se diseñaron reformas de los 
sistemas de seguridad social siguiendo consideraciones aje-
nas a los valores que sustentan la protección social y los com-
promisos internacionales en materia de derechos humanos.

En los años 90, por ejemplo, en nuestra región el Banco 
Mundial fijó la agenda de la reforma estructural del sistema 
de pensiones con una motivación eminentemente fiscal y 
con desconocimiento de la necesaria sostenibilidad social de 
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cualquier sistema. Igualmente, esta postura ha sido modifi-
cada en los años recientes tanto por el BM como por el Ban-
co Interamericano de Desarrollo (BID), la Organización Inter-
nacional del Trabajo (OIT) y la Comisión Económica para 
América Latina y el Caribe (CEPAL), que abandonaron el apo-
yo explícito a sistemas de capitalización individual para pasar 
a otros sistemas multipilar, con foco en solucionar la baja 
cobertura de los sistemas contributivos.

Desde la óptica de los derechos humanos, los mayores pro-
blemas de los sistemas de seguridad social tienen que ver 
con la necesaria extensión de la cobertura de la población, 
de modo de asegurar a todas las personas los medios de 
vida necesarios, con independencia de su situación en el 
mercado laboral, en un mundo cambiante. En este contexto, 
el rol del Estado es cada vez más necesario cuando las per-
sonas se enfrentan a nuevos riesgos e incertidumbres.

2.2 LA SEGURIDAD SOCIAL SE BASA  
EN LA SOLIDARIDAD Y EN LA IDEA  
DE JUSTICIA SOCIAL

La seguridad social se rige por algunos principios básicos: la 
universalidad (cobertura de todas las personas), la integrali-
dad (cobertura frente a todas las contingencias que generan 
una situación de falta de ingresos suficientes), la suficiencia 
de las prestaciones y, principalmente, la solidaridad.

La seguridad social se funda en la solidaridad, y esta implica 
una redistribución de los recursos de múltiples formas y di-
mensiones: desde quienes tienen capacidad contributiva 
hacia aquellos que se encuentran en situación de necesidad, 
desde la generación activa hacia la generación que se ha 
retirado del trabajo por vejez o incapacidad, entre géneros y 
clases sociales, etcétera.

Cuando los regímenes de ahorro y capitalización individual 
sustituyen total o parcialmente a los sistemas solidarios, el 
efecto es un deterioro de la solidaridad social. La Comisión  
de Expertos en la Aplicación de Convenios y Recomendacio-
nes de la OIT ha expresado su beneplácito por los procesos 
de reversión de la capitalización, el fortalecimiento de la par-
ticipación del Estado y «la reconstrucción de los mecanismos 
de solidaridad basados en el principio de financiación colec-
tiva como los principales componentes de los sistemas de 
seguridad social».

2.3 LA IMPORTANCIA  
DE LA SEGURIDAD SOCIAL  
EN LA SOCIEDAD Y LA ECONOMÍA

Debido a su carácter redistributivo, la seguridad social des-
empeña un papel importante en reducir y mitigar la pobreza, 
prevenir la exclusión y promover la inclusión social.

Los mercados no tienen la capacidad de resolver los proble-
mas sociales ni de dar seguridad económica a las personas, 
por lo que la creación de sistemas estatales de seguridad so-
cial tiene, además, justificación económica.

La concepción del papel del Estado y las políticas públicas que 

prima en cada país tiene efectos sobre el diseño de los siste-
mas de pensiones y guarda relación con los niveles de univer-
salidad en la cobertura y de suficiencia en las prestaciones. 
Esto es relevante si se tiene en cuenta que si los sistemas no 
incorporan aspectos específicos para mitigar las desigualda-
des y combatir la pobreza, estas condiciones de desigualdad y 
exclusión se repetirán o serán peores en las etapas de retiro.

Por otro lado, la protección social tiene efectos beneficiosos 
sobre el funcionamiento de la economía: permite estabilizar y 
hacer crecer la demanda de bienes y servicios, desarrolla el 
capital humano necesario para la mejora de la productividad 
y permite una mejor adecuación entre el empleo y las capaci-
dades de las personas.

La discusión sobre el futuro de la seguridad social tiene un 
alcance mucho más amplio que el debate sobre las jubilacio-
nes y pensiones. También es necesario atender urgentemente 
la situación de los desocupados o de las familias con hijos a 
cargo, entre otras muchas situaciones que de no contemplar-
se conducen a la pobreza y la exclusión social.

2.4 EL DEBATE SOBRE LA SEGURIDAD  
SOCIAL SE UBICA DENTRO DE UN  
DEBATE MÁS AMPLIO QUE REFIERE  
A LA PROTECCIÓN SOCIAL

Este documento de trabajo se enmarca en la discusión sobre 
los sistemas de pensiones de los distintos países de América 
Latina, pero es importante tener en cuenta que los sistemas 
de pensiones son parte de la matriz de protección social de 
cada país (figura 1). Ignorar este aspecto puede producir ma-
yores inequidades, ampliar desigualdades y generar desequi-
librios que afecten a toda la población.

La protección social es un concepto que aún se encuentra en 
debate, pero tomó aún más relevancia política y social a partir 
de la irrupción en el mundo de la pandemia de covid-19. En 
uno de los últimos informes de la OIT (2021) se expone que la 
pandemia evidenció las profundas desigualdades y las impor-
tantes brechas en la cobertura, la integralidad y la adecuación 
de la protección social en todos los países. Y se plantea que 
«establecer la protección social y hacer realidad el derecho 
humano a la seguridad social para todos es la piedra angular 
de un enfoque centrado en las personas para alcanzar la 
justicia social» (p. 2).

La protección social es un eje conceptual que está destina-
do a integrar una variedad de acciones orientadas a cons-
truir sociedades más justas e inclusivas y a garantizar nive-
les mínimos de vida. En este contexto, la protección social 
abarca una gama de políticas en que se promueven dere-
chos económicos, sociales y culturales. (Arenas de Mesa, 
2019, p. 32)

La seguridad social —que implica además del sistema de 
pensiones, la cobertura en salud y la asistencia social— se 
inscribe en la matriz de protección social, que comprende 
también políticas sociales para enfrentar la pobreza y otras 
políticas sectoriales. La protección social incluye la seguridad 
en el ingreso, en particular para las personas de edad, en 
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caso de desempleo, enfermedad, invalidez, accidentes de 
trabajo, maternidad y paternidad, o pérdida de ingreso del 
principal generador de ingresos de la familia o ingresos en 
asignaciones familiares (las más destacadas y adoptadas por 
la mayoría de los países) para las familias con hijos. Este tra-
bajo se va a centrar en los sistemas de pensiones de los paí-
ses, pero es imprescindible para el debate entender que este 
es un eslabón más de una matriz social más amplia.

¿Por qué es importante tener en cuenta esto a la hora de 
debatir sobre los sistemas de pensiones? Porque temas co-
mo, por ejemplo, la sostenibilidad financiera de los sistemas 
tienen que ver directamente con el gasto público de los Es-
tados, y pensar el incremento del gasto en este aspecto de-
bería estar integrado en el debate amplio sobre el gasto 
destinado a la protección social.

Entre estos temas es relevante la discusión sobre la estructu-
ra del gasto social y las inequidades que esta puede generar. 
Por ejemplo, los sistemas de pensiones suelen explicar bue-
na parte del gasto en protección social, pero esto puede 
implicar, como se observa en muchos países de la región, 
niveles de pobreza en la infancia y adolescencia que son va-
rias veces mayores que en la vejez. En el caso uruguayo, por 
ejemplo, que se caracteriza por tener una matriz de protec-
ción social bastante desarrollada en comparación con varios 
países de la región, la incidencia de la pobreza en personas 
mayores de 65 años es de 2,2 %, mientras que en menores 

de 6 años es de 16,1 %, de 6 a 12 años de 18,5 % y de 13 a 
17 años es de 18,6 % (INE, 2021).

Entonces parece claro que plantear el debate únicamente en 
torno al gasto en pensiones implica dejar de lado aspectos 
de gran importancia en materia de equidad, inclusión social 
y desarrollo.

En el último informe de la OIT (2021) sobre la protección so-
cial, uno de los mensajes principales es que «la pandemia ha 
puesto de manifiesto las profundas desigualdades y las im-
portantes brechas en la cobertura, la integridad y la adecua-
ción de la protección social en todos los países. Retos muy 
extendidos como los altos niveles de inseguridad económica, 
la pobreza persistente, el aumento de la desigualdad, la in-
formalidad generalizada y un contrato social frágil se han 
visto agravados por la covid-19. La crisis también ha eviden-
ciado la vulnerabilidad de miles de millones de personas que 
parecían salir adelante relativamente bien, pero que no esta-
ban adecuadamente protegidas de las ondas de choque so-
cioeconómicas que ha emitido» (p. 1).

Y agrega que «establecer la protección social universal y ha-
cer realidad el derecho humano a la seguridad social para 
todos es la piedra angular de un enfoque centrado en las 
personas para alcanzar la justicia social» (OIT, 2021, p. 2).

Figura 1. 
Componentes de la matriz de protección social

 Fuente: Arenas de Mesa (2019).
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La búsqueda de nuevas herramientas para actuar sobre la 
desigualdad y la pobreza a partir de la matriz de protección 
social es una tarea que los trabajadores deben asumir para 
incorporar a sus propuestas. Instrumentos como la renta bá-
sica universal u otro tipo de políticas de alto impacto pueden 
formar parte de la agenda de discusión hacia el futuro.

2.5 LOS DISTINTOS ELEMENTOS  
QUE COMPONEN UN DEBATE INTEGRAL 
SOBRE LA SEGURIDAD SOCIAL

La sostenibilidad de los sistemas de pensiones ha sido uno de 
los principales debates históricos sobre los distintos compo-
nentes de la protección social. Refiere a la solvencia del siste-
ma a largo plazo, a poder asumir los compromisos de cober-
tura y a la suficiencia de las prestaciones a las distintas gene-
raciones. El debate principal sobre la sostenibilidad implica 
por lo menos tres dimensiones claves: el nivel de cobertura, 
la suficiencia de las prestaciones y la sostenibilidad financiera. 
Encontrar el equilibrio entre estos tres componentes es fun-
damental para contar con sistemas de pensiones sustenta-
bles en América Latina.

La mayoría de las reformas, tanto paramétricas como estruc-
turales, se han propuesto y evaluado a la luz de alguno de 
estos tres elementos. En la segunda sección de este trabajo 
se analizan los niveles que han alcanzado los distintos países 
tanto de cobertura como de suficiencia de las prestaciones y 
cómo esto se conjuga con una sostenibilidad financiera a lar-
go plazo, identificando los principales desequilibrios.

Para entender estos tres elementos claves, es fundamental 
considerar otros que hacen a una evolución integral del siste-
ma de pensiones:

-	 Dimensión de finanzas públicas: la carga fiscal que implica 
el sistema de pensiones para cada país.

-	 Mercado laboral: los niveles de informalidad de los trabaja-
dores en la mayoría de los países latinoamericanos es uno 
de los principales problemas que hacen a los niveles de 
cobertura y prestaciones.

-	 Demografía (envejecimiento): múltiples estudios evidencian 
que la población está envejeciendo rápidamente en la re-
gión; esta presión demográfica va a implicar múltiples 
transformaciones.

-	 Pobreza: en los mayores de los 65 años y en personas en 
situación de discapacidad la pobreza ha sido una preocu-
pación en varios países, que los ha llevado a crear presta-
ciones a través de lo que se denominan modelos de pen-
siones no contributivos.

-	 Desigualdad y grado de progresividad del sistema: es decir, 
si la distribución del ingreso mejora o no después de consi-
derar las contribuciones y las prestaciones.

-	 Dimensión de género: el diseño del sistema de pensiones 
afecta la equidad de género. Las brechas existentes en la 
vida activa entre mujeres y hombres, las brechas de ingre-
so, la desigual distribución del trabajo no remunerado, los 
cuidados, la intermitencia laboral y las brechas de acceso o 
el nivel de prestaciones.

-	 Dimensión de institucionalidad (dimensión jurídica): la efi-

ciencia de la operación del sistema de pensiones, su insti-
tucionalidad y el marco jurídico deben modernizarse para 
hacer frente a las demandas de la población.

-	 Dimensión de economía política: condiciona al sistema de 
pensiones y, por ende, limita la gama de posibilidades en el 
campo de las reformas previsionales. Las grandes reformas 
estructurales requieren de diseños técnicos y de economía 
política para que su aprobación e implementación sean 
exitosas (Arenas de Mesa, 2019).

2.6 LA IMPORTANCIA  
DEL DIÁLOGO SOCIAL

El diálogo social es imprescindible para generar sistemas de 
seguridad social viables y sostenibles en el plano político y 
social. Hace tiempo que el movimiento sindical latinoameri-
cano se ha involucrado en la discusión del presente y el futu-
ro de la seguridad social. Este trabajo pretende ser un insumo 
para el movimiento sindical, para seguir sumando al debate.

Según se expresa en el documento de la OIT (2011) La segu-
ridad social y la primacía del derecho, de la 100.ª Conferencia 
Internacional del Trabajo, «el éxito de las reformas depende 
del consenso entre los interlocutores sociales y la amplia 
aceptación social, con participación de las organizaciones de 
la sociedad civil y las autoridades comunitarias y locales». Y 
sugiere que «dada su responsabilidad general por la adminis-
tración del conjunto de los sistemas de seguridad social, los 
gobiernos deberían crear un marco reglamentario que esti-
mule las consultas tripartitas, refuerce la confianza de quie-
nes participan en el sistema y permita evitar conflictos toda 
vez que sea necesario proceder a importantes reformas del 
sistema» (OIT, 2011).
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DESCRIPCIÓN GENERAL DE LOS SISTEMAS

Los sistemas de seguridad social de los países de América 
Latina tienen particularidades y han pasado por procesos de 
reformas y modificaciones a lo largo de la historia desde su 
creación, y han servido a distintos objetivos según las con-
cepciones más que nada políticas, pero también ideológicas, 
sobre lo que implica o debería implicar un sistema de seguri-
dad social.

Para fines de la década de los 70, la mayoría de los países de 
América Latina tenían programas de jubilaciones en esque-
mas de seguro social, incluso algunos como Uruguay, Argen-
tina, Brasil, Chile y Cuba los tenían desde las décadas del 20 
y del 30, antes que muchos países desarrollados (Garcia  
Rapp, 2020). Estos sistemas son fuertemente contributivos, 
lo que significa que las prestaciones están estrechamente re-
lacionadas con los ingresos que perciben los trabajadores en 
la vida activa. Comenzaron como sistemas individuales de 
capitalización colectiva y hacia la década del 50 se fueron 
transformando en sistemas de reparto.

En la década de los 90, la mayoría de los sistemas sufrieron 
reformas basadas principalmente en la preocupación por la 
sostenibilidad financiera, las que incluyeron en diferentes va-
riantes las ideas presentadas en Chile y la incorporación de 
las administradoras de fondos de pensiones (AFP), empresas 
principalmente privadas que administran fondos individuales 
de los trabajadores. Esto significó una profundización del 
elemento contributivo y una privatización de los fondos de 
pensiones. La subsistencia del trabajador en la parte pasiva 
de su vida pasó a depender enteramente de su capacidad 
para generar ahorros en su cuenta individual y del riesgo de 
mercado al que se vieron expuestos sus ahorros en tenencia 
de privados.

En las primeras dos décadas del siglo XXI, la discusión y las 
reformas que se sucedieron se centraron en la preocupación 
por la cobertura. Los sistemas que se fueron construyendo en 
los distintos países presentaban en su mayoría problemas por 
la cantidad de personas que alcanzaban y las que realmente 
al finalizar su vida laboral contaban con pensiones suficientes 
para subsistir. Por ello, se empezaron a incorporar algunos 
elementos de tipo universal, con financiamiento directo del 
Estado y una resignificación del papel que este tiene que 
cumplir en los sistemas de pensiones.
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3.1 CLASIFICACIÓN DE LOS SISTEMAS  
DE PENSIONES

Para clasificar y entender los sistemas de los distintos países 
es importante primero tener algunos conceptos claves. Una 
de las clasificaciones refiere a la estructura de pilares de un 
sistema de pensiones formulada por Holzmann y Hinz en 
2005, que plantea cinco pilares que ilustran los distintos dise-
ños de los sistemas existentes (CINVE, 2021).

El pilar 0 se compone de una pensión no contributiva; esto 
significa que el acceso a ella no está vinculado con los apor-
tes ni los años en que los haya realizado la persona. Las úni-
cas condiciones que se establecen para recibir la prestación 
son de edad y residencia. En general está orientado a abor-
dar objetivos de combate a la pobreza.

El pilar 1 se constituye del componente contributivo del siste-
ma. Esto significa que depende de los aportes que el trabaja-
dor realice durante su vida activa; el pilar tiene el objetivo de 
reemplazar parte de los ingresos que haya tenido en su etapa 
de cotizante. Este pilar en general se caracteriza por ser ad-
ministrado por el Estado, ser obligatorio y estar basado en un 
sistema de reparto (implica solidaridad intergeneracional, no 
es un ahorro individual).

El pilar 2 también surge de un componente contributivo, pe-
ro, a diferencia del anterior, constituye un régimen de cuen-
tas de ahorro individual. Es también de cotización obligato-
ria, pero, a diferencia del pilar 1, involucra un esquema de 
contribuciones definidas en lugar de beneficios definidos.

El pilar 3 se compone de arreglos flexibles y voluntarios, que 
muchas veces buscan compensar las rigideces de los demás 
sistemas o complementar al sistema principal. Pueden pre-

sentar variadas formas para constituir básicamente ahorros 
individuales destinados a pensiones de vejez, invalidez o 
muerte. Se lo denomina también seguridad social comple-
mentaria, en él prevalece la voluntariedad y está basado en 
un contrato complementario pero no sustitutivo del sistema 
principal, sea estatal o privado, al que está asociado el traba-
jador.

El pilar 4 refiere a las políticas públicas que componen la se-
guridad social en un sentido amplio, pueden ser financieras o 
no. Incluye, por ejemplo, la cobertura de salud, de cuidados 
o de vivienda para los adultos mayores. A este pilar nos refe-
riremos en otro capítulo, aunque su abordaje no se hará en 
profundidad, dado que ello implicaría un análisis que excede 
a las pensiones.

Al momento de ordenar los distintos sistemas de los países 
incluidos en este estudio, se siguió la categorización que ex-
puso Garcia Rapp (2005) y se tomaron también elementos de 
clasificaciones y datos de reformas recientes de Arenas de 
Mesa (2019).

En esta sección se intenta hacer un resumen lo más claro po-
sible de los sistemas principales de cada país. Aunque en la 
mayoría, además de estos, hay una multiplicidad de regíme-
nes jubilatorios independientes, a nivel de empresa, de rama 
o de subsector, que conviven con los sistemas generales, que 
muchas veces cuentan con características específicas.

Como muestra la figura 2, un primer grupo de países tie-
nen sistemas de reparto (Argentina y Brasil) o de capitaliza-
ción parcial colectiva (Paraguay). Estos modelos tienen co-
mo característica que los aportes de los trabajadores acti-
vos conforman un fondo que no es individual, a partir del 
cual se pagan las prestaciones a todos los beneficiarios del 

Figura 2. 
Modelos aplicados en la región

Reparto
(o CPC)

Reparto
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Modelo
sustitutivo:
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con complemento 
del sist. público)

Modelo
paralelo:

- Perú
- Colombia

Modelo mixto:

- Costa Rica
- Uruguay

Fuente: Elaborado con base en Garcia Rapp (2005), con modificaciones de los autores a partir de las reformas más recientes.
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sistema; la diferencia en el caso de los regímenes con capi-
talización parcial es que parte de esos fondos aportados se 
utilizan para inversiones y vuelven al fondo para el pago a 
los beneficiarios.

Hay diferencias sustantivas entre los tres casos. Brasil tiene un 
sistema de reparto con una elevada cobertura, que se apoya 
en un esquema mayoritariamente contributivo, pero también 
en pensiones no contributivas; por esas características es que 
Brasil es uno de los países con mayor nivel de gasto público 
destinado a las pensiones. Si bien algunos gobiernos han in-
tentado distintas reformas buscando introducir esquemas de 
ahorro individual, solo se han aplicado cambios en los pará-
metros, ya que el costo económico resulta elevado y la resis-
tencia social a cambiar el modelo de reparto instaurado en 
1988 ha sido muy fuerte en cada oportunidad.

Es interesante destacar que, además del sistema general, Bra-
sil cuenta con fondos de pensiones complementarios (EFPC) 
a cargo de instituciones sin fines de lucro. Estos son patroci-
nados por empresas para sus empleados o por sindicatos y 
asociaciones para sus afiliados, son mantenidos con aportes 
patronales y del trabajador, sin garantía estatal, y se han de-
sarrollado desde la década del 70. La mayoría tiene planes de 
contribución definida, con reservas individuales, por lo que 
correspondería ubicarlos en el pilar 2, pero, a diferencia del 
ahorro individual que conocemos a través de las AFP, estos 
mecanismos de ahorro de los trabajadores para su etapa de 
retiro no están a cargo de empresas privadas que buscan 
rentabilidad.

En el caso de Argentina, el sistema de capitalización indivi-
dual que se había establecido en la década de los 90 fue re-
formado en 2008 para pasar nuevamente a un sistema de 
reparto; tiene un nivel de cobertura muy amplio, mayoritaria-
mente basado en un esquema contributivo, pero se apoya 
también en prestaciones no contributivas. Es un caso de es-
tudio muy relevante por haberse aplicado una reforma que 
revirtió completamente la reforma anterior, por lo que pasó 
de un sistema de capitalización individual a uno de solidari-
dad intergeneracional.

Paraguay es un caso particular por tratarse de un esquema 
de capitalización colectiva parcial, pero que se caracteriza 
por ser un sistema muy fragmentado y con enormes inequi-
dades entre distintos subsistemas que están vigentes actual-
mente. Por otro lado, el nivel de cobertura es muy bajo en 
comparación con la región y muestra debilidades en cuanto 
a la suficiencia de las prestaciones.

En el segundo grupo se encuentran los países que adoptaron 
regímenes de capitalización individual como sistema único 
para el acceso a las pensiones, denominados sistemas susti-
tutivos (Chile y El Salvador, también México, República Domi-
nicana y Bolivia). Chile fue el primero en implantar este mo-
delo que dio lugar a reformas en casi todos los países de la 
región. En ese sistema la jubilación depende directamente de 
los aportes del trabajador y de la rentabilidad que las admi-
nistradoras de fondos obtengan de la colocación de ese dine-
ro. En los hechos, la principal deficiencia fue que las presta-
ciones para los jubilados no alcanzaron los niveles esperados 

y resultan insuficientes para una proporción mayoritaria de 
los pensionados, al tiempo que tampoco se solucionaron los 
aspectos fiscales que se pretendían resolver con este modelo.

En años recientes se han hecho cambios en el sistema en bus-
ca de aumentar la cobertura y dar respuesta a la población 
que no logra acceder a una jubilación mínima. Por eso actual-
mente el sistema chileno se puede llamar integrado, ya que 
incorpora un pilar solidario para atender estas situaciones.

El Salvador adoptó un modelo igual al chileno, pasó de un 
esquema de reparto a uno de capitalización individual, pero 
los resultados terminaron por agravar una situación ya pro-
blemática que tenía el país en cuanto al sistema de pensio-
nes. El Salvador tiene los peores niveles de cobertura de la 
región, problemas de suficiencia en las prestaciones y un pa-
norama en la sostenibilidad que hace muy poco tiempo se 
comenzó a estudiar.

Tanto Chile como El Salvador se encuentran actualmente en 
proceso de transformación de sus sistemas de seguridad so-
cial. En el caso de Chile, luego de manifestaciones multitudi-
narias en las calles y demandas sociales muy fuertes para que 
se realizaran cambios en el sistema, recientemente se aplica-
ron algunas medidas y se comenzaron a discutir cambios 
profundos incluso a instancias del gobierno; actualmente, 
tras el cambio de autoridades, es posible que se avance en 
ese terreno. El Salvador se encuentra discutiendo una refor-
ma de su sistema, dados los magros resultados del esquema 
de capitalización individual.

En un tercer grupo se encuentran países con sistemas de 
competencia entre la modalidad de reparto y la de capitaliza-
ción individual. En el caso colombiano, si bien con restriccio-
nes, los trabajadores pueden elegir qué sistema prefieren 
entre uno público (de prestación definida) y otro privado (de 
ahorro individual). Entre esos sistemas hay diferencias en las 
edades de retiro y en las prestaciones que otorgan respecto 
a los aportes; al mismo tiempo hay esquemas de pensiones 
mínimas para atender la exclusión social en la vejez. A nivel 
general es un sistema de pensiones con grandes problemas 
de cobertura y de suficiencia en las prestaciones, principal-
mente porque las condiciones de acceso son muy restrictivas.

En el caso de Perú también existen dos subsistemas que com-
piten entre sí, con una política asimilable a un pilar 0 que 
busca atender a la población más vulnerable. Al igual que en 
el caso colombiano, en Perú los problemas de diseño hacen 
que esta competencia entre los sistemas sea problemática 
para los trabajadores y también para el Estado. Los montos 
de las pensiones son difíciles de predecir, así como la sosteni-
bilidad del sistema, al tiempo que tampoco se logran niveles 
de cobertura suficientes y las prestaciones se encuentran por 
debajo de los niveles de subsistencia para buena parte de los 
beneficiarios.

Tanto en Colombia como en Perú el esquema competitivo se 
asimila a un sistema multipilar, pero en los hechos no funcio-
na de forma consistente ya que se trata de pilares que com-
piten por los mismos usuarios, con características no compa-
rables desde el punto de vista técnico, con problemas de ac-



12

FRIEDRICH-EBERT-STIFTUNG -  LOS SISTEMAS DE PENSIONES EN AMÉRICA LATINA

ceso y deficiencias en la cobertura y suficiencia de las presta-
ciones, por lo que han sido puestos en cuestión por numero-
sos organismos y estudios académicos.

Por último, existe un grupo de países con sistemas mixtos, 
que combinan distintos pilares.

En el caso de Costa Rica existe un pilar de capitalización co-
lectiva en el que se aporta obligatoriamente, así como tam-
bién uno de capitalización individual que complementa las 
prestaciones del primero. A su vez tiene mecanismos de 
ahorro voluntario, y por último un pilar no contributivo que 
atiende las situaciones de vulnerabilidad en la vejez. Costa 
Rica ha mostrado progresos importantes en cuanto a la co-
bertura de sus sistemas y, si bien no tiene los mejores indica-
dores en cuanto a suficiencia, se encuentra en una posición 
relativamente buena en la región en ese aspecto. Actual-
mente está en proceso una reforma que apunta a mejorar la 
sostenibilidad, pero incorpora cambios paramétricos que 
hacen más restrictivo el acceso.

En el caso uruguayo, el histórico sistema de reparto convive 
con un pilar de capitalización individual; si bien existe también 
la posibilidad de ahorro voluntario, es muy poco utilizada. El 
sistema permite optar por uno u otro sistema hasta cierto ni-
vel de ingresos y a partir de ese umbral es obligatorio el apor-
te a ambos. Con respecto a las prestaciones, al igual que en el 
resto de los países donde se aplicó, el régimen de capitaliza-
ción individual no ha dado los resultados esperados en cuanto 
a suficiencia y tampoco resultó un alivio fiscal en cuanto a 
sostenibilidad. Dado que el nivel de cobertura es muy alto y la 
suficiencia de las prestaciones tiene también niveles compara-
tivamente buenos, el sistema en general da respuesta a la 
población de mayor edad. Sin embargo, desde el punto de 
vista fiscal existe una creciente presión sobre las finanzas pú-
blicas, lo que ha generado cuestionamientos y propuestas 
regresivas de reforma. Actualmente se encuentra en discusión 
una reforma que de momento las autoridades parecen orien-
tar hacia un sistema menos solidario y más centrado en la 
capitalización individual.

Cuando se analizan los distintos sistemas se observa una ten-
sión clara entre los de capitalización y los de reparto, pero no 
necesariamente son excluyentes. El sistema uruguayo tam-
bién cuenta con subsistemas paralelos al general, entre los 
cuales la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias (que am-
para a los trabajadores del sistema financiero) es un caso inte-
resante de analizar, dado que cuenta con un esquema inter-
medio que combina capitalización con reparto y tiene resulta-
dos buenos en cobertura, suficiencia y sostenibilidad.

3.2 SUBSISTEMAS MILITARES  
EN LA REGIÓN

En general, los distintos sistemas de pensiones cuentan con 
uno o varios subsistemas generales que abarcan a la mayor 
parte de los ciudadanos que cuentan con cobertura, y varios 
subsistemas con otras características y beneficios que cubren 
a grupos de trabajadores específicos de determinados secto-
res, empresas o asociaciones. Uno de los grupos que se carac-
terizan por tener subsistemas de pensiones específicos y dife-

renciados son los militares; esto es una característica común a 
la mayoría de los países de América Latina.

Es pertinente exponer esta característica común, dado que en-
tre los subsistemas generales civiles y los subsistemas militares 
existen diferencias institucionales, de cobertura y de suficiencia 
en las prestaciones en casi todos los países latinoamericanos. 
En Chile, por ejemplo, país que fue pionero en los sistemas de 
capitalización individual, las Fuerzas Armadas y de Orden y las 
Fuerzas de Seguridad Pública y Gendarmería cuentan con un 
sistema contributivo de prestación definida que rige desde an-
tes de 1980 y no fue modificado en las distintas etapas de re-
forma introducidas para el sistema civil. El subsistema civil de 
Chile mejoró la cobertura a partir de la reforma de 2008 y no 
presenta problemas serios en cuanto a la sostenibilidad finan-
ciera; el problema mayor reside en la suficiencia de las presta-
ciones, guarismos que se analizarán en los capítulos siguientes 
del presente trabajo. A diferencia de este, en el subsistema 
militar no se registran deficiencias en cobertura ni en suficien-
cia en las prestaciones, pero es completamente deficiente en 
su sostenibilidad financiera (Bentancor, 2020).

El caso expuesto de Chile, con distintos matices y característi-
cas propias de cada sistema, se repite en varios países de la 
región. Además de la desigualdad que esto implica tanto en 
prestaciones como en cobertura entre la población civil y la 
militar, el problema central que se detecta en la mayor parte 
de los casos son las dificultades de sostenibilidad financiera. 
Cuando el debate se centra en los recursos de que el Estado 
dispone para pensar y discutir sobre un sistema integral de 
protección social, es casi ineludible poner en discusión estos 
subsistemas de privilegio que significan un gasto considerable 
para los Estados.

3.3 EXPERIENCIAS DE DIÁLOGO SOCIAL  
Y GOBERNANZA

El diálogo social es una herramienta imprescindible para ge-
nerar consensos amplios y participación democrática. En los 
sistemas de pensiones se expresa muchas veces a través de 
la participación tripartita de sindicatos, empresas y Estado, 
pero también en conjunto con la ciudadanía, familias, movi-
mientos sociales o comunidades. Las experiencias de diálo-
go social en la región se pueden separar en dos instancias; 
algunas de ellas han permitido avanzar en el proceso de de-
bate y rediseño de los sistemas de pensiones, y otras refieren 
a la participación de distintos actores en la gobernanza de 
los sistemas.

En Uruguay, por ejemplo, en 2007 y 2008 se impuso el Diá-
logo Nacional de Seguridad Social que permitió hacer modi-
ficaciones al sistema con un consenso amplio en cuanto a 
flexibilización de los requisitos para acceder a las pensiones, 
modificaciones en el acceso al seguro de paro, entre otras. 
En Costa Rica, más recientemente se estableció una Mesa 
de Diálogo por las pensiones, compuesta por representan-
tes del Estado, las empresas y los trabajadores (OIT, 2018a). 
En Chile se impulsó una Asamblea Constituyente con parti-
cipantes de distintos actores de la sociedad civil en la que se 
va a discutir una nueva Constitución y el tema del sistema de 
pensiones está incluido.
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Por otro lado, además de las autoridades del Estado, varios 
países de la región cuentan con una representación triparti-
ta o cuatripartita en las direcciones o consejos de adminis-
tración de los institutos de seguridad social. Entre estos ca-
sos se encuentran el Banco de Previsión Social de Uruguay, 
el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, el Instituto de 
Previsión Social de Paraguay, la Caja Costarricense de Segu-
ro Social, la Caja de Seguro Social de Panamá, el Instituto 
Salvadoreño del Seguro Social y el Instituto Hondureño de 
Seguridad Social (OIT, 2018a).

Esta representación es heterogénea y se da de diferentes 
formas. Para poner algunos ejemplos de los países que com-
prende este trabajo, uno es el caso de Uruguay, donde la 
participación cuatripartita data de la creación del Banco de 
Previsión Social en 1966, en donde representantes del go-
bierno, de los empresarios, de los trabajadores activos y de 
los jubilados y pensionistas conforman un directorio colecti-
vo que no es meramente consultivo, sino que ejerce la ges-
tión administrativa del instituto.

En Chile, por ejemplo, en la reforma de 2008 se crea un 
Fondo para la Educación Previsional con el objetivo de apor-
tar conocimiento a la población sobre el sistema de capitali-
zación; está a cargo de una institución del Estado, pero 
cuenta con la asistencia de la Comisión de Usuarios del Sis-
tema de Pensiones, que es una entidad de participación so-
cial. Esta, aunque no cumple un papel de cogestión ni parti-
cipa directamente como agente de decisión sobre las políti-
cas previsionales del país, canaliza muchas veces la evalua-
ción que hacen las personas sobre el sistema y las preocupa-
ciones detectadas (Bentancor, 2020).

En Brasil la participación de los sectores sociales data del año 
1988, cuando se determinó a nivel constitucional una ges-
tión cuatripartita entre gobierno, trabajadores, empleadores 
y jubilados. Además, a esto se sumaron, a partir de 2003, 
otras formas institucionales de descentralización donde se 
participa de forma consultiva y se amplía la participación a 
distintas organizaciones sociales en todo el territorio.

3.4 DIMENSIÓN DE GÉNERO  
EN LOS SISTEMAS DE PENSIONES

En este apartado el objetivo es resumir los elementos que 
funcionan de forma paliativa para disminuir las brechas de 
género en los distintos sistemas, originadas principalmente 
por las desigualdades preexistentes en el mercado laboral, 
es decir, en la etapa activa de las trabajadoras.

Las desigualdades referentes a la etapa activa de las trabaja-
doras en su mayoría se desprenden de la división sexual del 
trabajo que caracteriza a las sociedades. Los estereotipos y 
atributos históricamente asignados a hombres y mujeres re-
percuten en la ubicación de estas últimas en sectores menos 
productivos o en grupos de ocupaciones diferentes de las de 
los hombres. Esta segregación horizontal y vertical que se da 
en el mercado laboral genera brechas de ingreso, peores 
condiciones laborales y mayor desempleo femenino.

Esto es observado en la estructura que presentan la mayoría 
de los países latinoamericanos. En un documento reciente 
del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
(PNUD) y OIT las cifras dan cuenta de ese fenómeno. «Las 
mujeres se insertan mayormente en los empleos que conlle-
van menores ingresos, un menor nivel educativo de las per-
sonas empleadas, una mayor inestabilidad, una limitada co-
bertura en materia de seguridad social y la ausencia de con-
tratos de trabajo» (PNUD y OIT, 2019, p. 4).

Datos de la CEPAL (2019) muestran que algo más de la mitad 
de las mujeres estaban ocupadas en sectores de baja produc-
tividad en América Latina en 2018, y de esa proporción, más 
del 80 % no estaban afiliadas a un sistema de pensiones.

Por otro lado, se encuentran las desigualdades que refieren 
al trabajo reproductivo o de cuidados, que significa una ma-
yor carga de trabajo para las mujeres y limita en muchos 
casos el desarrollo en otros ámbitos, como pueden ser la 
participación política, la formación para acceder a mejores 
condiciones en el trabajo productivo, entre otros.

Cifras recabadas por el BID y la CEPAL1 dan cuenta de que en 
América Latina la proporción de tiempo dedicada por las 
mujeres al trabajo no remunerado es significativamente ma-
yor que la que emplean los hombres. A su vez, las mujeres 
se encargan del 76 % del total del trabajo no remunerado 
que se realiza y los hombres de un 23 %, aproximadamente.

Estas múltiples desigualdades condicionan el acceso de las 
mujeres a pensiones dignas y en general a niveles de pensio-
nes que se equiparen con las que perciben los hombres. 
Además, los sistemas pensados sobre el elemento contribu-
tivo del trabajo productivo de las personas invisibilizan el 
gran tiempo que las mujeres dedican al trabajo reproducti-
vo, sin el cual la sociedad sería incapaz de sostenerse. Así, el 
sistema castiga económicamente a las mujeres por elegir 
(dado su doble rol en el trabajo productivo y reproductivo) 
trabajos a tiempo parcial o mayores interrupciones en su vi-
da laboral.

Las brechas son amplias y aún se está lejos de pensar políti-
cas que hagan la diferencia en este aspecto, pero varios paí-
ses han desarrollado diferentes componentes en sus siste-
mas para que las mujeres mejoren, aunque sea algo, sus in-
gresos en la etapa de retiro. Los sistemas de pensiones pue-
den corregir, intensificar o generar nuevas desigualdades de 
género.

Algunas de las medidas tomadas para atender las inequida-
des mencionadas son el reconocimiento de la maternidad y 
del trabajo no remunerado mediante bonos por hijo (Costa 
Rica, Chile, Uruguay, Argentina y Bolivia), beneficios especia-
les para las mujeres en el retiro anticipado (Costa Rica), la 
igualdad de derechos previsionales para las trabajadoras do-
mésticas o de casa particular (Uruguay, Chile, Argentina), el 

1	 https://oig.cepal.org/es (último acceso: 24 de febrero de 2022) y Las 
mujeres en América Latina y el Caribe enfrentan mayores riesgos 
ante el coronavirus: ¿Y si hablamos de igualdad? (iadb.org) (último 
acceso: 24 de febrero de 2022).
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reconocimiento del cónyuge o conviviente para los derechos 
previsionales (Chile, Bolivia y Ecuador) y la eliminación de las 
tablas de mortalidad diferenciadas por sexo para el cálculo 
de las prestaciones (Bolivia y El Salvador).

Otro conjunto de políticas públicas que se están desarrollan-
do —todavía incipientemente en algunos países de la re-
gión— son las relacionadas con la corresponsabilidad social 
de los cuidados. Estas asumen de alguna forma que el traba-
jo reproductivo que históricamente vienen realizando las mu-
jeres es una responsabilidad de toda la sociedad y que el Es-
tado debe diseñar políticas en ese sentido. Con menor o 
mayor desarrollo, las políticas aplicadas comprenden tres 
modalidades: las que aseguran tiempo de cuidados; las que 
comprenden una transferencia monetaria para financiar ta-
reas de cuidados, y las que brindan servicios de cuidado en 
forma directa. Este tipo de políticas apuntan a una solución 
más integral de las desigualdades de género que caracterizan 
a las sociedades y brindan mayor autonomía económica a las 
mujeres, un margen de decisión más amplio sobre su partici-
pación en el mercado laboral y más tiempo para destinar a la 
formación, entre otras, que, a largo plazo, aportan a una 
mayor equidad en los sistemas de pensiones.

3.5 ORIENTACIÓN  
DE LAS ÚLTIMAS REFORMAS

Cuando se habla de reformas previsionales, existen dos tipos: 
las de carácter no estructural o paramétrico, es decir, que 
modifican parámetros del régimen vigente (como pueden ser 
edad de retiro, tasa de reemplazo, años de aportes, etc.), y 
las reformas estructurales de los sistemas previsionales en las 
que se modifica por completo el sistema vigente.

Tabla 1. 
Reformas realizadas en los países estudiados

Últimas reformas previsionales

País
Estructurales Paramétricas

Año Modelo Objetivos Año Modelo Objetivos

Argentina 1994 y 2008
Mixto (1994) y 
reparto (2008)

Sostenibilidad (1994) y co-
bertura (2008)

2017 Reparto Sostenibilidad

Brasil 2015 Reparto Sostenibilidad

Chile 1981 y 2008
Individual e  
integrado

Suficiencia (1981 y 2008) 
sostenibilidad (1981)

Individual

Colombia 1994 Paralelo Sostenibilidad y cobertura 2008 Paralelo Sostenibilidad

Costa Rica 2001 Mixto Sostenibilidad y cobertura 2016 Mixto Sostenibilidad

El Salvador 1998 Individual Sostenibilidad y cobertura 2017 Individual Sostenibilidad

Paraguay 2010 Reparto Cobertura

Perú 1993 Paralelo Sostenibilidad 2016 Paralelo Cobertura

Uruguay 1996 Mixto Sostenibilidad 2008 Mixto Sostenibilidad

Fuente: Arenas de Mesa (2019).

En la tabla 1 se observan las reformas realizadas en los países 
que se incluyen en este documento.

En la década de 1990 tuvo lugar en la región una ola de re-
formas que tomaron como modelo al sistema chileno de ca-
pitalización individual; en algunos casos se adoptaron siste-
mas mixtos, como en Uruguay y Costa Rica, en otros un sis-
tema puramente de capitalización individual, y finalmente en 
Colombia y Perú se implementó un modelo en el que el siste-
ma de reparto y el sistema de capitalización individual com-
piten entre sí.

Estas reformas se instauraron en varios países con objetivos 
tanto de sostenibilidad como de suficiencia, ya que a priori 
estos modelos brindarían un alivio a las finanzas públicas y, al 
mismo tiempo, pensiones dignas a los jubilados, superiores a 
las que obtenían con modelos de reparto.

Luego de esta oleada, si bien no han existido muchas refor-
mas de carácter estructural, salvando la argentina, se han 
observado otras que apuntan en igual dirección, que fortale-
cen a los sistemas solidarios y de reparto y tienden a una 
administración con más incidencia del Estado.

En general, las últimas reformas —que fueron de carácter 
paramétrico— han tenido por objetivo incrementar la cober-
tura, aunque a raíz de esto los problemas de sostenibilidad a 
largo plazo han llevado a instaurar nuevos cambios paramé-
tricos que han hecho más regresivos varios de los sistemas de 
la región.
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4

PRINCIPALES VARIABLES  
DE LOS SISTEMAS DE PENSIONES

Cuando se analizan los sistemas de pensiones, además de 
tener en cuenta su estructura general y sus características 
particulares, que responden a la realidad de cada país, es 
importante observar las principales variables que determi-
nan, en los hechos, cómo ese sistema incide en la vida de las 
personas. Cuántas están cubiertas o excluidas y por qué, qué 
nivel de prestaciones se otorga y si alcanzan para llevar una 
vida digna, qué efectos tiene el sistema sobre las distintas 
desigualdades o cuán sostenible es en el tiempo en términos 
económicos.

Estos efectos se pueden medir con las variables típicas aso-
ciadas a la seguridad social: la cobertura, la suficiencia, la 
sostenibilidad y distintas brechas que reflejan situaciones de 
desigualdad. Se trata de variables que están muy relaciona-
das y es complejo obtener resultados en una sin afectar a 
otra. Por ejemplo, si en un sistema se pretende aumentar la 
cobertura pero no se modifican aspectos de su financiamien-
to, probablemente eso tendrá repercusiones en la suficiencia 
de las prestaciones que se brindan; de forma similar funciona 
en los otros sentidos posibles.

En los países de América Latina hay situaciones bien diferen-
tes, que se ven reflejadas en los niveles de las variables de 
forma muy clara y dan un diagnóstico inicial de cómo están 
funcionando los distintos sistemas de pensiones.

4.1 COBERTURA

Respecto a la cobertura, existen varias formas de medirla, 
pero se podría decir que la más importante es la que refiere 
a los pasivos, para observar en qué proporción el sistema de 
pensiones provee prestaciones a la población que se encuen-
tra en edad de retiro. Dentro de la cobertura de pasivos, tam-
bién es interesante diferenciar entre las prestaciones que 
provienen de un esquema contributivo (a partir de los apor-
tes relacionados con el trabajo) y las que provienen de uno no 
contributivo (que independientemente de los aportes gene-
ran una prestación para la persona).

Desde una segunda óptica, se puede tomar en cuenta la co-
bertura de los activos que, además de afectar la cobertura 
futura, también incide en la financiación del sistema. En este 
caso los indicadores de formalidad del empleo y el registro de 
las empresas unipersonales o trabajadores por cuenta propia 
son las cifras más ilustrativas.
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4.2 COBERTURA DE LOS PASIVOS

Este indicador implica una medida muy clara de la universali-
dad o no del derecho a una prestación en la vejez y de los 
niveles de exclusión en cada país con respecto a ese derecho. 
En ese aspecto la realidad de la región es muy variada, y se 
puede categorizar a los países como de cobertura alta, media 
o baja de acuerdo con la proporción de personas en edad de 
retiro que perciben una pensión, sea esta contributiva o no 
contributiva (figura 3).

A nivel de la cobertura general de las personas de mayor 
edad, se observa una disparidad grande entre los países. 
Mientras Argentina, Brasil, Chile y Uruguay tienen niveles de 
cobertura próximos al 90 %, cercanos a las cifras de los paí-
ses de la OCDE, Colombia, Costa Rica, Paraguay y Perú están 
en niveles de entre 45 % y 60 %, ubicándose en un escalón 
intermedio, aunque por debajo del promedio de la región 
(76 % para América Latina). El Salvador se encuentra muy 
rezagado en este aspecto, con 18 % de cobertura, solamen-
te por encima de República Dominicana y Honduras.

Figura 3. 
Cobertura de pasivos (% de los mayores de 65 años)
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Fuente: Arenas de Mesa (2019).

Figura 4. 
Cobertura de activos (% de la PEA)
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Dentro de esos niveles, al mismo tiempo se dan situaciones 
bien diferentes en cuanto a qué parte responde a un esque-
ma contributivo y cuál a uno no contributivo. En casos como 
Argentina, Uruguay y El Salvador, la cobertura no basada en 
las contribuciones derivadas del trabajo es inferior al 10 %; en 
Brasil y Costa Rica está entre 10 % y 15 %; en Colombia, Chi-
le y Perú algo por encima del 20 %; en Paraguay supera el 
40 %.

Los esquemas no contributivos buscan atender las situacio-
nes en las que las personas no tienen una historia laboral que 
les permita acceder a una prestación, por eso en general son 
transferencias que se condicionan a algún mínimo de edad, a 
alguna condición de ingresos reducidos y a la tenencia de 
ciudadanía, por ejemplo.

En los países de la región se dio en las últimas décadas una 
tendencia muy marcada a que los sistemas no contributivos 
aumentaran su cobertura. De hecho, entre 2000 y 2017 la 
proporción de prestaciones no contributivas pasó de 7 % a 
28 % del total, producto de reformas puntuales que llevaron 
adelante los países en vista de la necesidad de cubrir a una 
amplia proporción de personas excluidas del sistema de pen-
siones.

Varios países expandieron su cobertura no contributiva y 
otros crearon sistemas de este tipo, pero como característica 
general se puede observar que luego de un período en que 
la mayoría de los países implementaron sistemas de ahorro 
individual para hacer frente a las pensiones, muchos debie-
ron ajustar sus criterios y establecer mecanismos para que las 
personas que quedan por fuera de estos esquemas indivi-
duales tengan posibilidad de percibir alguna prestación, aun-
que sea mínima, en la vejez.

4.3 COBERTURA DE LOS ACTIVOS

Los trabajadores que en la etapa activa están registrados en 
la seguridad social, además de acceder generalmente a otro 
tipo de prestaciones vinculadas al empleo formal, son los que 
tienen mayores posibilidades de acceder en su etapa de retiro 
a una pensión, que a su vez será más alta si se vincula con los 
aportes realizados.

Por eso la cobertura de los trabajadores activos es un indica-
dor de lo que ocurrirá a futuro con otros aspectos del sistema 
de pensiones, como la suficiencia de las prestaciones que re-
cibirá esa población (figura 4).

También es importante tener en cuenta que muchas de las 
inequidades que luego reproducen los sistemas de pensiones 
tienen origen en la etapa activa, por lo tanto pueden ser ob-
jeto de modificaciones en ese período con mayores posibilida-
des de éxito.

Por otro lado, además de la cobertura como proporción o 
«cantidad», es clave tener en cuenta la «calidad», por ejem-
plo, a través de un indicador como la densidad de las cotiza-
ciones, que es la proporción de años en los que el trabajador 
efectivamente aporta a la seguridad social respecto al total de 
años trabajados.

Respecto a la densidad, existe poca información comparable 
entre países, pero sus efectos sobre la tasa de reemplazo a la 
que las personas acceden al fin de su vida laboral activa (por-
centaje que se percibe como jubilación respecto al salario en 
actividad) son muy claros. Niveles altos de formalidad y de 
densidad en las cotizaciones implican jubilaciones más altas y 
mejores condiciones de acceso. Al mismo tiempo suelen exis-
tir niveles bajos de densidad en los países donde la formalidad 

Figura 5. 
Pensión media y nivel de pobreza (en % y en USD de paridad de poder de compra)
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es también baja; por ejemplo, a mediados de la última década 
en El Salvador la densidad se ubicaba en el entorno de 20%, 
mientras que en Uruguay y Brasil, más cerca de 60%.

Estas situaciones generan desigualdades en cuanto a la co-
bertura, el acceso y la suficiencia de las pensiones entre los 
distintos países, pero este fenómeno también ocurre para las 
brechas entre hombres y mujeres, entre niveles de ingreso y 
niveles educativos.

La población que tiene problemas para conseguir empleos 
formales o que no logra mantener en el tiempo los aportes 
jubilatorios (densidad) se encuentra en una posición de des-
ventaja a la hora de acceder a una jubilación, y si lo hace, será 
difícil que sea suficiente para solventar sus gastos.

4.4 SUFICIENCIA

Con respecto a la suficiencia de las prestaciones que dan los 
sistemas de pensiones a sus beneficiarios, no existe un indica-
dor único ni una forma clara de determinar ese concepto. Si 
las pensiones son suficientes o no es algo muy relativo, de-
pende de cada persona y sus necesidades y por lo tanto tam-
bién depende de cada país, sus costumbres y estilos de vida.

Sin embargo, algunos aspectos permiten aproximarse a la idea 
de suficiencia. Los niveles de pobreza de las personas en edad 
de pensionarse son una medida que resulta útil para observar 
si los ingresos de la población de más edad alcanzan para cu-
brir un mínimo necesario. Es una medición que no es tan clara, 
ya que depende no solo del monto de las prestaciones respec-
to al valor de la línea de pobreza, sino también de la cobertura, 
pero puede ser útil para referirse a la suficiencia del sistema en 
un sentido global, en cuanto a su capacidad de atender a la 
población de mayor edad.

Según muestran las cifras disponibles, mientras Uruguay, Ar-
gentina, Brasil y Chile tienen los niveles de pobreza más bajos 
entre su población mayor de 65 años (debajo del 5 %), Perú, 
Costa Rica y Colombia tienen niveles intermedios (de entre 
15 % y 20 %), y Paraguay y El Salvador exhiben niveles de 
pobreza de más de 35 % en esas edades (figura 5).

Pero esto no es necesariamente porque los niveles de pensio-
nes sean bajos, la relación no es lineal. Por ejemplo, según 
mediciones de OIT, la pensión media en Argentina es mayor 
que en Uruguay, pero los niveles de pobreza en ese rango de 
edades son similares; es posible que el costo de vida de cada 
país juegue un papel importante en esta comparación. En el 
caso de Colombia, su pensión media supera a las de Brasil y 
Chile, pero los niveles de pobreza son mayores; posiblemente 
la menor cobertura de su sistema deje sin ingresos a parte de 
la población de esas edades. Lo mismo ocurre si se compara 
la pensión media de El Salvador (cuyos niveles de pobreza son 
los más altos) con la de Chile (con pobreza muy baja).

También la cobertura de los regímenes contributivo y no con-
tributivo (en general de pensiones mínimas) tiene incidencia 
en las situaciones descritas, así como la densidad de cotizacio-
nes y la tasa de reemplazo que surgen de cada sistema.

La pensión media y la tasa de reemplazo son indicadores tam-
bién válidos para aproximarse a la idea de suficiencia; dan in-
formación desde un enfoque más individual, que se refiere al 
monto percibido por cada pensionado en promedio o al por-
centaje que recibe de su sueldo al jubilarse. Tienen la limita-
ción de que no permiten una comparación sencilla con lo que 
se consideraría el monto necesario para la subsistencia, o al 
menos con el nivel de salario medio o mínimo en cada econo-
mía (una medición que tampoco es muy certera ya que los 
salarios mínimos se fijan políticamente y pueden incluso estar 
bajo la línea de pobreza).

Figura 6. 
Tasas de reemplazo (en %)
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De todas formas, la información sobre las tasas de reempla-
zo da cuenta de cómo el sistema de pensiones retribuye a 
sus trabajadores al retirarse, y de ese modo se puede obser-
var, al menos para quienes tienen acceso a una pensión, 
cuán generoso es con las prestaciones al final de la etapa 
activa.

En la figura 6 se observan las tasas de reemplazo simuladas 
por el BID para los países de la región en 2015. Es interesan-
te tener en cuenta las diferencias entre los sistemas de capi-
talización individual (con tasas de reemplazo de entre 40% 
y 50%) y los sistemas mixtos y de reparto (en general con 
tasas de más de 60%, salvo en Brasil y Perú).

En el caso de las pensiones no contributivas, algunos cálcu-
los de OIT disponibles muestran que esas prestaciones alcan-
zaban entre un 40 % y un 60 % del salario mínimo en Ar-
gentina, Chile, Costa Rica y El Salvador; eran el 80 % en 
Uruguay, el 100 % en Brasil, en Perú algo menos del 20 % y 
en Paraguay cerca del 25 %.

4.5 EQUIDAD

Otro aspecto central son los efectos que tiene el sistema 
sobre la equidad vista desde distintos ángulos. Por ejemplo, 
la progresividad de sus prestaciones y en qué medida alteran 
la distribución de los ingresos entre la población. Los niveles 
de cobertura de los distintos sectores de la sociedad de 
acuerdo con su nivel de ingresos, que inciden en el acceso 
no solo a una jubilación, sino a otros derechos básicos. Tam-
bién en la dimensión de género, qué aspectos inciden para 
que los sistemas de pensiones amplíen o disminuyan las bre-
chas existentes.

4.6 DISTRIBUCIÓN DEL INGRESO

Un estudio realizado por CAF (2020) calculó los efectos de las 
pensiones en la distribución del ingreso en esquemas contribu-
tivos y no contributivos. En el caso de las pensiones no contri-
butivas, claramente son prestaciones que mejoran las condi-
ciones de vida de la población de menores ingresos, por lo que 
tienen un efecto de mejora en la distribución del ingreso y re-
ducción de la pobreza. En el caso de las pensiones contributi-
vas, países como Colombia, Paraguay, Perú y Brasil tenían sis-
temas que generaban mayor concentración en los ingresos, 
mientras que Chile, Uruguay y Argentina eran ejemplos de lo 
contrario.

Ese estudio calcula (a través del coeficiente de Gini) la distribu-
ción del ingreso de los países con y sin sus sistemas de pensio-
nes. En el promedio de 19 países de América Latina, el indica-
dor da igual en una y otra situación, lo que significa que los 
sistemas de pensiones tienen un efecto total neutro en la dis-
tribución vista en promedio (en algunos hay mejoras distributi-
vas y en otros, mayor concentración).

Cabe destacar que, en promedio, el coeficiente de Gini del 
ingreso en la región es similar a su coeficiente de Gini del in-
greso más pensiones; mientras que, en Estados Unidos y Eu-
ropa, el Gini cae considerablemente al incluir las pensiones. 
(CAF, 2020, p. 48)

Estos resultados guardan relación con los distintos grados de 
cobertura y suficiencia y la capacidad que tienen los pilares no 
contributivos de cada país. Pero también los niveles de forma-
lidad del mercado de trabajo son muy distintos de acuerdo con 
los estratos de ingreso, por lo que los trabajadores de menores 
recursos acceden en menor proporción a pensiones vinculadas 
al esquema contributivo.

Figura 7. 
Cobertura de los activos y pasivos por niveles de ingreso  
(promedio de 17 países de América Latina, en %)
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Esas diferencias, como se observa en la figura 7, son muy gran-
des en América Latina. Si se divide la sociedad en cinco partes 
iguales (quintiles) según el nivel de ingresos, en la etapa activa 
el sector de ingresos más bajos tenía niveles de cobertura (re-
gistro a la seguridad social) de 14 % a mediados de la década 
pasada, mientras que para el grupo de mayores ingresos el 
nivel de cobertura era 64 %. En la etapa de retiro, si bien la 
diferencia es menor, la cobertura sigue siendo significativa-
mente más alta en los estratos de mayores ingresos.

4.7 LA EQUIDAD DE GÉNERO  
Y LAS PENSIONES

Las desigualdades de género en el sistema de pensiones se 
producen por distintas vías. Algunas son directamente un re-
flejo de las brechas que se dan en la etapa activa y otras ocu-
rren por el propio diseño del sistema, que perjudica a las mu-
jeres en el acceso o en el nivel de las prestaciones que reciben.

Para empezar, las mujeres tienen menor participación en el 
trabajo remunerado que los hombres. Al hacerse cargo de una 
proporción mayor del trabajo no remunerado (cuidados princi-
palmente), el tiempo dedicado a tareas remuneradas es me-
nor. El resultado de esta división del trabajo es una menor 
participación en el mercado laboral; en América Latina el nivel 
de empleo era cerca de 75 % para los hombres y de 50 % para 
las mujeres (OIT, 2018b).

Por otro lado, se ha dado una tendencia a la autoselección 
ocupacional «que dirige a las mujeres hacia trabajos en ma-
nufactura, agricultura y servicio doméstico, tareas que, ade-
más de ofrecer menores remuneraciones, en muchas oca-
siones se realizan de manera informal y, por tanto, no incor-
poran un seguro contra la vejez e invalidez» (Arenas de 
Mesa, 2019, p. 218).

Con esto, las mujeres, además de tener menor participación 
en el mercado laboral, se desempeñan en sectores de baja 
productividad, en buena medida informales, los cuales ofrecen 
peores salarios y condiciones de trabajo. Esto se puede obser-
var en la figura 8.

Estos aspectos, además de generar brechas salariales entre 
hombres y mujeres que después afectan el nivel de las presta-
ciones en la etapa de retiro, generan condiciones más dificul-
tosas de acceso a la pensión en el momento de la jubilación.

La carrera laboral con mayor intermitencia, derivada de etapas 
dedicadas a la maternidad y el cuidado de familiares, así como 
a trabajos informales y de tiempo parcial, hace que las mujeres 
tengan una menor densidad en las cotizaciones que los hom-
bres, lo que afecta directamente el acceso y el monto de las 
prestaciones. De hecho, la cobertura derivada del esquema 
contributivo para América Latina era de 68 % en el caso de los 
hombres y de 56 % en el de las mujeres (CEPAL, 2019).

A este aspecto, relacionado con el diseño de cada sistema de 
pensiones, se le agrega el hecho de que la esperanza de vida 
de las mujeres es mayor que la de los hombres. Esto genera, a 
partir de las tablas de mortalidad utilizadas para el cálculo de 
las pensiones, que una mujer con idéntica carrera laboral que 
un hombre reciba una pensión menor por el hecho de que se 
espera que viva más años.

A este aspecto se le adiciona la condición vigente en varios 
países de que la edad de retiro es menor para las mujeres, 
por lo cual el tiempo de trabajo durante el que generan sus 
aportes se reduce, al tiempo que su vida fuera del mercado 
laboral es más extensa. Estos elementos derivan en peores 
condiciones de acceso y prestaciones menores para las muje-
res respecto a los hombres. Si bien la diferencia se ha reduci-
do desde principios del siglo XXI (cuando las pensiones de las 

Figura 8. 
Mujeres en empleos de baja productividad (en %, según afiliación al sistema de pensiones)
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mujeres eran alrededor del 75 % de las de los hombres), per-
siste (actualmente representan el 88 %) y en algunos países 
continúa siendo muy significativa.

4.8 FINANCIAMIENTO Y SOSTENIBILIDAD

Para financiar la seguridad social y las pensiones, los distintos 
sistemas de la región utilizan los aportes de trabajadores y 
empleadores sobre los sueldos brutos, y a su vez, el Estado 
deriva recursos para cubrir el déficit que surge de que los 
egresos necesarios superen a los ingresos asociados a los sa-
larios del mercado de trabajo formal.

El nivel de aportes sobre los salarios varía desde 10 %, como 
se registra en Perú o Chile, hasta un máximo de 30 %, como 
ocurre en Brasil, o de entre 20 % y 25 %, como se observa en 
Argentina y Uruguay. Salvo esos últimos tres países, en toda 
la región se aporta sobre los salarios un nivel inferior al obser-
vado en los países desarrollados (por ejemplo, el promedio de 
la OCDE es de 18,5 %).

A su vez, en algunos países esos niveles de aportación recaen 
más sobre los trabajadores que sobre los empleadores (Uru-
guay, Perú, Chile), y en otros países ocurre lo contrario (Brasil, 
Argentina, Colombia, Paraguay, Costa Rica y El Salvador).

Existen otras fuentes de financiamiento más relacionadas con 
el desempeño económico, que en general son una propor-
ción de determinados impuestos que por ley se destina a fi-
nanciar la seguridad social. Esto se aplica, entre otros, en 
Argentina y Uruguay, y es una contribución aparte de los 
fondos que luego el Estado debe destinar para hacer frente a 
la necesidad de cubrir el déficit del sistema.

También se pueden identificar casos puntuales que muestran 
otras fuentes de recursos no tan aplicadas a nivel general. La 
Caja de Jubilaciones, Subsidios y Pensiones del Personal del 
Banco de la Provincia de Buenos Aires tiene entre sus fuentes 
de financiamiento un porcentaje de aportación sobre las ju-
bilaciones y pensiones; este aporte existió desde su funda-
ción (1925), y si bien fue suspendido por un tiempo, se rees-
tableció recientemente.

Figura 9. 
Tasas de dependencia (mayores de 65/población de entre 15 y 65)
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Figura 10. 
Gasto público en pensiones (año 2015, en %)
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Otro caso interesante de señalar, por ser muy raro en el mun-
do, es el de la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias de 
Uruguay. En este instituto hay aportes vinculados a la nómina 
que provienen de trabajadores y empleadores, aportes de los 
ya jubilados por ese sistema, aportes del Estado y, finalmen-
te, una prestación complementaria patronal (PCP). Esta pres-
tación es lo que constituye la novedad en el esquema de fi-
nanciamiento, ya que es un porcentaje sobre el nivel de acti-
vos de las empresas financieras, lo que hace que exista un 
financiamiento vinculado a la actividad económica y no di-
rectamente a la nómina de trabajadores. Este esquema es 
visto como una forma de salvaguardar las pensiones de los 
trabajadores frente al cambio tecnológico (Giudice y otros, 
2020).

Respecto a la proporción del gasto público destinada a finan-
ciar los sistemas de pensiones, las situaciones son muy varia-
das y responden en gran medida a los aspectos señalados 
anteriormente sobre la cobertura y la suficiencia, pero tam-
bién a aspectos demográficos que son determinantes en la 
evolución del gasto y en la sostenibilidad financiera de los 
sistemas en el tiempo.

La transición demográfica que atraviesa la región (por el 
cambio en las tasas de natalidad y mortalidad) generará es-
tructuras de población cada vez más envejecidas, por lo que 
los sistemas de pensiones se volverán cada vez más costosos 
para las economías. Eso se refleja en la llamada tasa de de-
pendencia, que es la relación entre la población mayor de 65 
años y la población en edad de trabajar (de entre 14 y 65 
años). Como se puede ver en la figura 9, algunos países, co-
mo Uruguay y en menor medida Argentina, ya en 2015 se 
encontraban en un nivel mayor de avance de la transición 
demográfica, mientras que otros países verán esos efectos 
sobre la tasa de dependencia en el futuro.

Este grado de avance del envejecimiento de la población in-
cide en cómo las finanzas públicas deben hacer frente al fi-
nanciamiento de los sistemas de pensiones.

Según la recopilación de CEPAL de 2015 (Arenas de Mesa, 
2019), países como Uruguay, Argentina y Brasil destinaban 
cerca de 10 % de su producto interno bruto (PIB) al pago de 
pensiones, mientras que los demás países se ubicaban deba-
jo del 5 %. A su vez, respecto al gasto público total, lo desti-
nado a pensiones era entre 25 % y 40 % en los casos de Co-
lombia, Brasil, Argentina (que recientemente superó el 50 %) 
y Uruguay, mientras que en los restantes países esa propor-
ción era menor del 20 %, incluso no llegaba a 5 % en Perú 
(figura 10).

De todas formas, dadas las proyecciones demográficas, re-
sulta claro que, con el paso de los años, los Estados deberán 
destinar más recursos para financiar la etapa de retiro de su 
población, un camino que en los países desarrollados ya se 
ha recorrido dado que atravesaron antes los procesos demo-
gráficos mencionados.

Se estima que en los próximos 50 años América Latina debe-
rá prácticamente duplicar su gasto en pensiones en prome-
dio, mientras que los países de la OCDE deberán incrementar 

Figura 11. 
Gasto público en pensiones (actual  
y proyectado, en % del PIB)
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esos gastos alrededor de 20 %. Esto implica un desafío para 
todos los países de la región respecto al financiamiento de 
sus sistemas, teniendo en cuenta que en general el debate 
sobre los sistemas de seguridad social pasa por la forma de 
financiamiento en entornos de escasez de recursos, y no se 
suelen plantear esquemas alternativos para obtener ingresos 
que permitan hacer frente a una situación como la prevista 
(figura 11).
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LOS SISTEMAS DE AHORRO INDIVIDUAL

5.1 CARACTERÍSTICAS GENERALES

En este apartado se hará una descripción de los sistemas de 
ahorro individual que se han aplicado en la mayoría de los 
países de la región, principalmente porque, luego de instau-
rados en las reformas que se realizaron en la década de 
1990 y a pesar de sus resultados poco satisfactorios, siguen 
siendo parte central del debate en los procesos que se discu-
ten actualmente.

Más allá de su funcionamiento y sus características como 
negocio —que se comentarán a continuación—, los resulta-
dos observados en los sistemas de capitalización individual 
en general muestran que las desigualdades económicas pro-
ducidas en el mercado laboral se reforzaron. Se generaron 
esquemas en los que quienes tienen más recursos acceden a 
las mejores jubilaciones, mientras que para quienes tienen 
niveles menores de ingresos el acceso es más restrictivo y los 
niveles de pensiones son muy bajos respecto a los que brin-
dan otros sistemas.

Además, en los países de la región estos sistemas se caracte-
rizan por tener un alto nivel de concentración, ser adminis-
trados normalmente por pocas empresas del sector privado 
y contar con un alto volumen de recursos que les da una 
potencialidad enorme para incidir en los procesos económi-
cos. Además, obtienen ganancias importantes a partir de las 
comisiones que cobran a los trabajadores y asumen muy ba-
jos niveles de riesgo.

A 30 años de las reformas orientadas hacia sistemas de aho-
rro individual en la región, existe evidencia para afirmar que 
este modelo fracasó en cuanto a los objetivos que tenía 
planteados. La OIT (2017) explica en su Informe mundial so-
bre la protección social 2017-2019 que «las políticas de pri-
vatización de las pensiones, aplicadas en el pasado en algu-
nos países, no arrojaron los resultados previstos ya que la 
cobertura y las prestaciones no aumentaron, los riesgos sis-
témicos recayeron en las personas y la situación fiscal em-
peoró. En consecuencia, varios países están revirtiendo las 
medidas de privatización adoptadas y restableciendo los 
sistemas públicos basados en la solidaridad» (p. 84).

Entre otros aspectos, el cambio de regímenes de reparto a 
sistemas de ahorro individual tuvo muy elevados costos de 
transición asociados, ya que durante la fase de maduración 
del sistema los fondos para las pensiones de las generaciones 
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jubiladas o próximas al retiro tuvieron que cubrirse con en-
deudamiento público.

Luego de que en la década de 1990 se llevaran a cabo en la 
región una serie de reformas que apuntaban a los sistemas 
de capitalización individual basados en el sistema chileno, a 
partir de 2008 y hasta la fecha se ha observado una tenden-
cia en el sentido opuesto. Las reformas más recientes co-
menzaron a fortalecer los sistemas basados en la solidari-
dad, tanto los contributivos como los no contributivos y de 
capitalización colectiva. En su mayoría, tendieron a la ges-
tión pública del sistema de pensiones.

En Argentina se eliminó en 2008 el sistema de capitalización 
individual para volver a un modelo público de reparto. Algunas 
de las principales causas de la reversión de la reforma anterior 
fueron la falta de cumplimiento de los dos objetivos básicos 
que tenía este esquema: disminución de los gastos del sector 
público y aumento del monto de las prestaciones. De hecho, 
en la crisis financiera internacional de 2007, la rentabilidad de 
los fondos, negativa en 10 %, aceleró la reversión del sistema 
de capitalización. En este contexto, se trasladaron los capitales 
del pilar privado al sistema público y se creó el Fondo de Ga-
rantía de Sustentabilidad con los fondos que administraban las 
AFJP, con lo cual se garantizaron a los aportantes las mismas 
prestaciones.

Otro caso es el del Estado Plurinacional de Bolivia, que en 
2010 estatizó el sistema de capitalización individual y aumen-
tó la participación del Estado y la solidaridad del sistema (ver 
recuadro).

En Chile, país pionero en la región en modelos de capitaliza-
ción individual, se realizó el mismo año una reforma estructural 
con la creación de un mecanismo solidario de vejez e invalidez 
complementario para dar lugar a un sistema integrado de pen-
siones. En este nuevo modelo, si bien la capitalización indivi-
dual tiene un rol importante, difiere del anterior, en el cual el 
sistema público de reparto era totalmente reemplazado por el 
de ahorro individual administrado por el sector privado.

Más recientemente, en 2017, en El Salvador se aprobó una 
reforma del sistema de pensiones en la cual, si bien se man-
tiene el sistema de capitalización individual, se agrega un 
fondo de ahorro colectivo. A su vez, en 2021 el gobierno 
anunció una propuesta de reforma de la que aún no se co-
nocen detalles.

En el resto de los países estudiados se han constatado cam-
bios más bien paramétricos, también en el sentido de dotar a 
los sistemas de pensiones de mayor capacidad para atender 
a la población vulnerable y aumentar los niveles de cobertura 
a partir de pilares no contributivos y políticas para facilitar el 
acceso a prestaciones en la edad de retiro.

En total, los países de la región que realizaron reformas pa-
ramétricas con capitalización individual llegaron a ser 14, 
aunque en ese número se cuenta a Ecuador, Nicaragua y 
Venezuela, que sancionaron leyes que no llegaron a tener 
vigencia.

En paralelo a la implantación de los sistemas de ahorro indi-
vidual en América Latina, hubo también en Europa del Este, 
algo más tardía, una tendencia en ese sentido.

Entre los países que llevaron adelante estas reformas estruc-
turales encontramos a Hungría y Kazajstán (1998), Croacia y 
Polonia (1999), Letonia (2001), Bulgaria, Estonia y Federación 
Rusa (2002), Lituania y Rumania (2004), Eslovaquia (2005), 
Macedonia (2006), República Checa (2013) y Armenia (2014).

Sin embargo, fue muy corto el período en que se aplicaron 
en esos países. De hecho, para finales del año 2018, de los 18 
países que habían revertido las reformas estructurales (que 
instauraban el régimen de ahorro individual), 13 pertenecían 
a Europa. Bulgaria (2007), Eslovaquia (2008), Estonia, Letonia 
y Lituania (2009), Hungría (2010), Croacia y Macedonia 
(2011), Polonia (2011), Federación Rusa (2012), Kazajstán 
(2013), República Checa (2016) y Rumania (2017) revirtieron 
sus reformas.

Aunque no existe un único modelo de pensiones para el 
mundo ni para la región, como se afirmaba en la década de 
1990 cuando se introdujeron las reformas que apuntaban 
puramente a sistemas de ahorro individual, actualmente ha 
quedado claro que los parámetros técnicos que se utilizaron 
para aplicar estas reformas según el modelo chileno subesti-
maron el nivel de aportes necesario para generar prestacio-
nes dignas al momento de la jubilación, y que no se alcanza-
ron los objetivos de suficiencia y cobertura, ni tampoco el 
alivio que se esperaba en materia fiscal.



En 1996 se puso en marcha la reforma que instauró un siste-
ma de capitalización individual en reemplazo del de reparto. 
El sistema fue estructurado como un régimen de precapitali-
zación individual en cuentas individuales, de carácter sustitu-
tivo del sistema público estatal de reparto, vigente hasta ese 
momento. Se adjudicó la responsabilidad de la gestión de las 
cuentas del nuevo sistema a dos administradoras de fondos 
de pensiones (AFP), que entre sus accionistas mostraban em-
presas internacionales con experiencia en la industria y accio-
nistas locales. Los afiliados fueron asignados inicialmente 
automáticamente entre las dos AFP, de manera que tuvieran 
tamaños similares, y recién a partir de los cinco años de vi-
gencia del sistema los trabajadores pudieron elegir la AFP de 
su preferencia, cambiando si ya estaban asignados o eligien-
do si se incorporaban recién.

La comisión de administración se estableció en el 0,5 % y las 
cotizaciones de los aportantes que ingresan al Fondo de Ca-
pitalización Individual (FCI) son invertidas en una cartera de 
bajo riesgo. Se crearon cuentas individuales, capitalizables 
anualmente con las utilidades generadas por las inversiones 
de los fondos de capitalización individual, e ingresaba a las 
cuentas el 10 % de los salarios o ingresos declarados de los 
trabajadores. La edad de jubilación se fijó en 65 años.

En los primeros 15 años, el FCI había acumulado ya cerca de 
seis mil millones de dólares, y la rentabilidad que generó en 
su primera década fue en promedio del 8,7 % anual, cuando 
las tasas pasivas de interés en el país alcanzaron un promedio 
del 4,7 %. Las AFP estaban obligadas a contratar títulos públi-
cos o bonos del Tesoro, una inversión en bonos que fue fun-
damental para financiar las obligaciones que había asumido 
el Estado con los aportantes y jubilados del sistema anterior 
y el denominado costo de transición.

Operaba en la práctica como sistema parecido al de reparto, 
con los trabajadores activos financiando directamente las 
jubilaciones de los que ya se encontraban en condición de 
pasivos.

El Estado asumió la mayor parte de los costos de la reforma y 
de la transición, garantizó el pago a los pensionados en curso 
de pago a través del denominado Fondo de Pensiones Bási-
cas. A los trabajadores que habían aportado al reparto se les 
reconocería, en el momento en que completaran sus aportes 
en el nuevo sistema, una «compensación de cotizaciones». 
Así, los jubilados que hubieran aportado en ambos sistemas 
tendrían dos fuentes de pago de sus beneficios.

La reversión de la reforma estructural
A fines del año 2010 se promulgó la Nueva Ley de Pensiones 
(ley 65). Esta norma implicó una reversión de la reforma es-
tructural de 1996 con un retorno parcial al sistema de repar-
to, y además incorporó algunas medidas inclusivas como la 
pensión de vejez contributiva y no contributiva, una «pensión 
solidaria» cuasi-contributiva como pensiones mínimas sin 
vinculación directa con los aportes efectuados.

Se dispusieron la eliminación de las administradoras privadas 
y el establecimiento de una única gestora pública. Se redujo 
la edad de jubilación a 58 años e incluso más en el caso de 
los mineros (56 años), trabajadores en empleos insalubres (51 
años) y mujeres (un año por hijo vivo hasta los 55 años), el 
período mínimo de aportes bajó de 15 a 10 años para la 
pensión solidaria y el período de referencia para el cálculo de 
la pensión jubilatoria se ajustó de 60 a los 24 últimos aportes.

Se creó un sistema integrado de pensiones en el cual se fu-
sionaron el sistema contributivo de capitalización individual, 
el sistema no contributivo y el sistema semicontributivo que 
otorga una pensión solidaria a los trabajadores cuyos aportes 
resultan insuficientes. La pensión no contributiva denomina-
da Renta Universal de la Vejez o Renta Dignidad está institu-
cionalizada en la nueva Constitución.

La Gestora Pública de la Seguridad Social, creada por la ley 
65, recién comenzará a funcionar el 15 de septiembre de 
2022, con la inscripción de los nuevos afiliados que cotizarán 
al Sistema Integral de Pensiones (SIP) para su futura jubila-
ción. Y dentro de los 20 meses siguientes, en mayo de 2023, 
la entidad estatal estará en condiciones de culminar el traspa-
so de la información y los datos de las administradoras de 
fondos de pensiones (AFP) al SIP.

Se ha dicho desde el gobierno que el atraso está motivado 
por las demoras en el proceso de migración de información 
entre las AFP y la Gestora Pública de Seguridad Social, que ha 
presentado dificultades en la transferencia de los datos, lo 
que ha provocado que la Gestora no pueda cumplir con los 
plazos establecidos para el inicio de actividades en los regí-
menes contributivo y semicontributivo del Sistema Integral 
de Pensiones (SIP).

El traspaso de los fondos gestionados por las AFP privadas fue 
dispuesto en 2010, pero el inicio de operaciones de la estatal 
ya sufrió cinco retrasos por la dificultad que presenta la migra-
ción de información desde las administradoras privadas.

5.2 BOLIVIA. LA REFORMA ESTRUCTURAL Y LA CAPITALIZACIÓN INDIVIDUAL
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5.3 CONCENTRACIÓN, COMISIONES  
Y GANANCIAS

De los países que se analizan en este documento, tres no 
tienen regímenes de capitalización individual: Paraguay, Bra-
sil y Argentina, país este último que tuvo un sistema con esas 
características que fue eliminado hace más de una década.

Para los restantes países puede observarse en la figura 12 
cuántas empresas se dedican a la administración de fondos 
individuales previsionales.

Si bien en cada país los modelos de capitalización indivi-
dual tienen sus particularidades, son modelos concentra-
dores de la actividad en pocas empresas, las que a su vez 
son mayoritariamente instituciones privadas. Esto no per-
mite un nivel de competencia que resulte en una disminu-
ción del costo del servicio (las comisiones) y hace que su 
lógica se parezca más a la de un oligopolio, donde las em-
presas obtienen ganancias extraordinarias a raíz de su po-
der de mercado, utilidades que difícilmente podrían obte-
ner en escenarios de mayor competencia.

Únicamente la regulación actúa como un atenuante en ese 
aspecto, por su incidencia en el nivel de las comisiones a 
través de límites o distintas reglas para la movilidad de los 
afiliados.

Es interesante observar que, por cómo funciona el negocio, 
estas empresas administran el aporte mensual de los traba-
jadores de forma de maximizar su jubilación a futuro, y para 
ello invierten los fondos aportados y obtienen mayor o me-
nor rentabilidad para las cuentas de ahorro individual. Pero 
dado que los ingresos de la empresa no dependen de su 
buena gestión de las inversiones sino de comisiones fijas 
sobre los aportes de los trabajadores, sus ganancias se dan 

prácticamente sin asumir riesgos. El riesgo lo asume el tra-
bajador, que recibirá un impacto en su jubilación futura.

La rentabilidad y el negocio para las empresas dependen 
básicamente del nivel de empleo de la economía y de que 
las personas puedan aportar a sus cuentas de ahorro, una 
variable de mucho mayor estabilidad y previsibilidad que 
los retornos de las inversiones financieras de los aportes.

Las comisiones que cobran las administradoras suelen ser 
relativamente altas, aunque se observan diferencias en los 
niveles promedio por país (figura 13).

Como puede apreciarse en la tabla 2, hay una importante 
heterogeneidad entre los países, y a su vez, dentro del es-
quema de algunos países existen diferencias considerables 
entre empresas que compiten por afiliaciones con sus co-
misiones y la rentabilidad que obtienen sobre los ahorros 
jubilatorios.

Se observa que El Salvador, quien cuenta con la comisión 
promedio más alta de los países considerados, es a su vez 
el país que presenta una mayor concentración de este ne-
gocio, dado que son solamente dos las empresas que ad-
ministran los fondos de pensiones.

En el otro extremo aparecen Costa Rica y Uruguay, con ni-
veles inferiores al 1 % en la comisión promedio cobrada 
por las administradoras. Estos países hicieron esfuerzos pa-
ra lograr la baja de comisiones a través de la regulación.

En Uruguay existe la particularidad de que una de las cuatro 
empresas administradoras de fondos pertenece al principal 
banco estatal. Este hecho, sumado a una ley promulgada en 
2018 que apuntaba a topear las comisiones cobradas por las 
otras tres instituciones privadas, llevó al país a un proceso de 

Figura 12. 
Número de administradoras de fondos  
de pensiones
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Fuente: Elaboración propia en base a datos extraídos de la Super-
intendencia de Pensiones de Chile, Perú y Costa Rica, Banco Cen-
tral del Uruguay (BCU), Colfondos, página web AFP El Salvador.

Figura 13. 
Comisiones promedio cobradas sobre ingreso
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cia de Pensiones de Chile, Perú y Costa Rica, Banco Central del 
Uruguay (BCU), Colfondos, página web AFP El Salvador.
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baja general de esas tarifas. Según esta ley,2 al finalizar el 
proceso, que culminó a mediados de 2020, ninguna institu-
ción podía cobrar una comisión superior al 50 % de la menor 
del sistema, que en este caso es la empresa estatal.

Costa Rica cuenta con seis empresas administradoras de fon-
dos, y todas están obligadas a cobrar una comisión del 
0,35 % y no más, aspecto este que es regulado por la Super-
intendencia de Pensiones.

El sistema de ahorro individual de Costa Rica tiene la peculia-
ridad de que, además del aporte personal de los trabajado-
res, cuenta con un aporte patronal de los empleadores a fa-
vor de los empleados que ronda el 2 % en todas las institucio-
nes, denominado Fondo de Capitalización Laboral.

Otro caso particular es el peruano, que aplica una suerte de 
subasta de afiliados introducida en 2013 a partir de una ley.3 
En este régimen las instituciones compiten en una licitación 
en base a la comisión ofrecida a los trabajadores por la afilia-
ción de todos los nuevos ingresos al mercado laboral de los 
últimos dos años. Esto hace que exista un incentivo para 
ofrecer comisiones más bajas y poder transitar hacia niveles 
menores de comisiones en el sistema en general.

En Chile, la comisión promedio no es de las más altas de la 
región porque entre las siete empresas existe una gran hete-
rogeneidad: mientras algunas cobran comisiones de 0,58 %, 
otras tienen niveles de 1,44 %.

Estos esquemas de negocio basados en las comisiones se 
traducen en altos márgenes de ganancias para las adminis-
tradoras. Ganancias que, a su vez, se mantienen en la gran 
mayoría de los países aun durante las crisis económicas, 
mientras los trabajadores ven afectados los saldos en sus 
cuentas individuales.

La tabla 2 muestra cómo las utilidades de las administradoras 
son siempre positivas en los países del presente análisis. Inclu-
so se estudia un año como el 2007 —que fue crítico para 
muchos países de la región— y se observa que, si bien en 
varios países se obtuvieron ganancias menores que las de 
otros años, en ningún caso se presentaron pérdidas. En El 
Salvador y Colombia la utilidad arrojada por las administra-
doras de fondos fue incluso superior a lo observado años 
antes.

Si bien no se cuenta con datos con este nivel de análisis para 
2020, año en el cual la crisis provocada por la pandemia de 
covid-19 llevó a miles de personas a perder su empleo y dis-
minuir sus ingresos, los datos existentes muestran que en El 
Salvador, Costa Rica, Colombia y Chile los resultados obteni-
dos por estas empresas fueron superiores a los observados 
un año atrás. Mientras que en Perú y Uruguay estos decrecie-
ron, pero de igual modo continuaron siendo positivos.

2	 https://www.impo.com.uy/bases/leyes/19590-2017  
(último acceso: 24 de febrero de 2022).

3	 https://www.mef.gob.pe/contenidos/prensa/boletines/reforma_spp/
Ley29903.pdf (último acceso: 24 de febrero de 2022).

5.4 NIVELES DE LAS PRESTACIONES

Tal vez el punto más criticado de los sistemas de ahorro indivi-
dual sea el nivel de las prestaciones que brindan. Tal como se 
explicó, es un sistema administrado con una lógica de fondo 
de inversión, y se esperaba que por esa forma de administra-
ción fuese posible no solo una mejor cobertura y menor de-
pendencia del gasto público, sino también un nivel de presta-
ciones superior o que al menos permitiera mantener el nivel de 
vida previo al retiro.

Lo que se conoce como la fase de desacumulación, que es 
cuando luego de los aportes y su capitalización la persona co-
mienza a cobrar su pensión (en general a través de una renta 
vitalicia), ha tenido como resultado niveles de prestaciones 
muy inferiores a los esperados.

Cuando se implementaron las reformas los ingresos de los 
pensionados se estimaban en el entorno del 70 % del nivel del 
salario previo al retiro (calculado como una tasa de reemplazo), 
sin embargo en casi ningún caso alcanzan al 45 %, un nivel 
que OIT4 señaló como mínimo deseable con 30 años de apor-
tes (Mesa-Lago, 2021). Solo los trabajadores de ingresos más 
altos logran alcanzar niveles de pensiones superiores y porcen-
tajes más cercanos a lo esperado.

A su vez, esas tasas de reemplazo muy inferiores a las que se 
comprometieron al inicio de las reformas ni siquiera son acce-
sibles para todos; la situación varía de país a país, pero los ni-
veles de informalidad, así como la baja densidad de cotizacio-
nes y de salarios, hacen que, al fin de la carrera laboral, un 
porcentaje elevado de personas no puedan acceder a una 
renta vitalicia con las condiciones previstas. En ese caso depen-
den de subsidios del Estado para alcanzar los niveles de una 
jubilación mínima.

En síntesis, en los sistemas de capitalización individual la etapa 
de retiro ha arrojado prestaciones menores de las esperadas, 
condiciones de acceso desfavorables para los trabajadores de 
menos recursos y una ampliación, al momento del retiro, de 
las desigualdades observadas en el mercado laboral en la eta-
pa activa. Estos resultados son incluso más decepcionantes a la 
luz de los objetivos y los compromisos asumidos por los impul-
sores de las reformas.

5.5 USO DE LOS FONDOS  
PREVISIONALES

Por último, resulta interesante destacar el hecho de que em-
presas privadas deciden la forma de invertir los fondos de tra-
bajadores, que en la mayoría de los casos aportan de manera 
obligatoria. Y lo hacen sin asumir ningún tipo de riesgo, pero 
sí los generan para las futuras pensiones de los afiliados.

Solo en algunos sistemas como el peruano y el colombiano los 
afiliados deciden a qué fondo afiliarse y se les da la posibilidad 
de optar por mayor o menor riesgo y rentabilidad, respectiva-
mente. En el resto de los países son las instituciones quienes 
deciden enteramente de qué manera invertir los fondos.

4	 Convenio 128 de 1967 de la OIT.
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En gran proporción estas empresas invierten en deuda públi-
ca, pero también tienen una discrecionalidad relativamente 
alta para destinar los ahorros de los trabajadores a inversio-
nes y proyectos concretos que no son parte de una agenda 
gubernamental, sino que responden a las condiciones del 
mercado. Esto se da sin un objetivo de desarrollo o una 
orientación específica que transforme estos fondos en herra-
mientas que al menos apuntalen las políticas de Estado o 
dinamicen sectores de actividad con mayor interés económi-
co y social.

Por lo tanto, dado que estos fondos son de los principales 
financiadores del endeudamiento público de los gobiernos, 
cabe preguntarse qué incentivos tienen para cambiar algu-
nos aspectos del modelo de capitalización individual.

Tabla 2. 
Utilidades de las administradoras

Utilidad/Patrimonio neto (%)

Países 2004-2005 Crisis 2007 2019

Chile 19,5 2,1 16,4

Colombia 26,6 23,6 12,4

Costa Rica 12,8 6,6 13,9

El Salvador 30,8 36,5 47,8

Perú 41,1 0,5 16,7

Uruguay 39 3,6 47,8

Fuente: Datos extraídos de Mesa-Lago (2021), cuadro 14.
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6

OTROS COMPONENTES RELEVANTES  
DE LA PROTECCIÓN SOCIAL

6.1 SEGUROS POR ENFERMEDAD,  
ACCIDENTES DE TRABAJO Y  
DESEMPLEO, Y SISTEMA INTEGRAL  
DE CUIDADOS

Tal como se planteó al inicio de este documento, los sistemas 
de pensiones se enmarcan en los sistemas de seguridad so-
cial, que tienen objetivos más amplios y por lo tanto englo-
ban otro tipo de políticas públicas como pueden ser el seguro 
de desempleo, los sistemas de cuidados o el acceso a seguros 
por enfermedad: lo que se denomina en este trabajo pilar 4, 
políticas que están enfocadas principalmente en combatir la 
pobreza y la desigualdad.

En la tabla 3 se intentan resumir, para los distintos países, al-
gunas de las políticas adicionales a la seguridad social entre 
las que se pueden considerar más relevantes.

El seguro por enfermedad está presente en todos los países 
en análisis; esto implica que, en caso de un quebranto de 
salud, el sistema de seguridad social le otorga una prestación 
al trabajador que por esa razón no puede cumplir con su la-
bor y cobrar su salario.

De todos modos, estas prestaciones difieren entre los paí-
ses, tanto en el período por el cual se otorgan como en el 
porcentaje que cubren con respecto al salario de los trabaja-
dores. En la mayoría de los países la cobertura es a partir del 
primer día de enfermedad, exceptuando a Chile, Colombia y 
Uruguay.

Con respecto al porcentaje que cubre el subsidio, en los ca-
sos de Argentina, Brasil, Chile, El Salvador, Paraguay y Perú, 
este representa una cobertura superior al 75 % del salario 
que obtienen los trabajadores, mientras que en Colombia, 
Costa Rica y Uruguay el porcentaje resulta inferior, pero su-
pera la mitad del salario.

Relacionado con lo anterior, existe otro tipo de coberturas 
como el seguro de accidentes laborales o enfermedades pro-
fesionales que por ejemplo en Uruguay es de aplicación obli-
gatoria y es provisto de forma monopólica por la empresa de 
propiedad estatal. También es obligatorio en Argentina, Co-
lombia, Brasil, Chile, El Salvador, Costa Rica, Perú y Paraguay. 
Aunque con distintas características, es una política muy ex-
tendida, al igual que los seguros por enfermedad.
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Puede apreciarse que la siguiente política que se observa con 
mayor frecuencia es el seguro de desempleo. De todos mo-
dos, en cuatro de los nueve países en estudio no existe ningún 
sistema que cubra la situación de una persona que pierde su 
trabajo.

El seguro de desempleo es un derecho que adquiere el traba-
jador por haber cotizado a la seguridad social durante un 
tiempo determinado. Según el período efectivamente traba-
jado y cotizado y el régimen de cada país, se establecerá el 
tiempo de cobro del seguro de desempleo al que tiene dere-
cho el trabajador, así como el porcentaje del subsidio con res-
pecto a sus últimos salarios.

Con respecto a los cuidados, en Uruguay, Paraguay y Chile 
existen sistemas integrales que cubren licencias por materni-
dad y paternidad, cuidados para personas mayores de 65 
años y para personas con discapacidad. En el caso colombia-
no, si bien existe un sistema integral de cuidados, este no se 
aplica por el momento.

En Argentina y Perú, si bien existen políticas puntuales, se es-
tán discutiendo proyectos para implementar sistemas integra-
les de cuidados, mientras que en Costa Rica y El Salvador hay 
leyes puntuales que cubren algún tipo de prestación adicional 
para los mayores de 65 años y maternidad.

6.2 RESPUESTAS A LA COVID-19  
PARA MAYORES DE 65 AÑOS

Este tipo de políticas adicionales a la seguridad social permi-
ten en mayor o menor medida dar respuesta a las poblaciones 
más vulnerables en escenarios inesperados y atípicos, como 
por ejemplo la crisis provocada a raíz de la pandemia de co-
vid-19 en el mundo.

Resulta interesante analizar de qué manera los gobiernos die-
ron apoyo a través de políticas puntuales a la población en 
edad de retiro en una coyuntura tan particular como la obser-
vada en el último tiempo. En la tabla 4 se resumen las políticas 
aplicadas por los países de la región dirigidas a los mayores de 
65 años.

En Uruguay, la medida tomada para esta población fue ampa-
rar a los mayores de 65 años que se encontraban activos con 
un subsidio por enfermedad existente antes de la crisis sanita-
ria por un período de hasta 30 días.

En Colombia y Paraguay, los gobiernos brindaron pagos adi-
cionales a personas mayores en situaciones de pobreza; en el 
caso colombiano el pago se extendió durante 15 meses, mien-
tras que en Paraguay fue un pago único. Algo similar ocurrió 
en Argentina, donde se dio un subsidio adicional para jubila-
dos en una partida única.

Brasil y Costa Rica, por su parte, tomaron como medida para 
esta población el adelanto de pagos que recibirían a futuro 
por jubilaciones.

En los casos de Chile y Perú, se permitió retirar parte de los 
fondos de las cuentas individuales como forma de disponibili-
zar recursos, aunque estos ya fuesen propiedad de los trabaja-
dores y pensionados. Estos retiros fueron parciales y por lo 
tanto aún pueden ser utilizados como política para el combate 
a la pobreza. En Bolivia, recientemente se aprobó una medida 
similar.

Cabe destacar el caso de El Salvador, que no cuenta con 
ninguna política pública adicional a la seguridad social, salvo 
el subsidio por enfermedad, y tampoco implementó políticas 
puntuales para paliar la situación de la covid-19 en mayores 
de 65 años.

Tabla 3. 
Políticas adicionales a la seguridad social

Pilar 4

 
Seguro por  
enfermedad

Seguro por acc. de trabajo 
y enf. profesionales

Seguro de  
desempleo

Sistema integral  
de cuidados

Argentina ✓ ✓ ✓

Brasil ✓ ✓ ✓

Chile ✓ ✓ ✓ ✓

Colombia ✓ ✓ ✓ ✓

Costa Rica ✓ ✓

El Salvador ✓ ✓

Paraguay ✓ ✓ ✓

Perú ✓ ✓

Uruguay ✓ ✓ ✓ ✓

 Fuente: Elaboración propia en base a la normativa de cada país.
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Tabla 4. 
Políticas de respuesta a la covid-19 dirigidas a mayores de 65 años

País
Nombre del  
programa

Aumento
Anticipo 

de pago de 
transferencias

Pagos  
adicionales

Retiro  
extraordinario 

de fondos
Duración

Argentina
Subsidio extraordi-
nario para jubiladas 
y jubilados

✓ Pago único 

Brasil
Anticipación del 13.o 
salario para registra-
dos en el INSS

✓ Pago único 

Chile
Retiros extraordina-
rios de fondos de las 
cuentas individuales

✓
Pago único (en 
dos cuotas)

Colombia
Programa de adultos 
mayores (Colombia 
Mayor)

✓
03/2020-
06/2021  
(15 pagos)

Costa Rica

Adelanto del pago 
de pensiones del 
presupuesto na-
cional

✓ Pago único

El Salvador    

Paraguay

Pensión alimentaria 
para adultos mayo-
res en situación de 
pobreza

✓ Pago único

Perú

Retiros extraordina-
rios de fondos de las 
cuentas individuales 
del sistema privado 
de pensiones

✓ Pago único 

Uruguay
Subsidio por enfer-
medad a mayores de 
65 años

Máximo 30 días

Fuente: Unicef (2021).
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7

RESUMEN DE LAS POSICIONES DE LOS 
SINDICATOS Y AGENDA DE DISCUSIÓN

Como se expuso en el capítulo introductorio, el diálogo so-
cial tiene un rol fundamental en generar sistemas más justos 
y sostenibles en el tiempo. En un trabajo reciente publicado 
por la CEPAL, el autor, Arenas de Mesa (2019), referente en 
análisis y aportes sobre los sistemas de pensiones en la re-
gión, plantea «la necesidad de un nuevo pacto fiscal-social 
para responder a las crecientes demandas al sistema de pro-
tección social en la región. Este pacto fiscal-social debe esta-
blecer como requisitos fundamentales tanto la sostenibilidad 
fiscal como la sostenibilidad de los sistemas de pensiones. 
Para alcanzar este pacto es fundamental la contribución tri-
partita (trabajadores, empleadores y Gobiernos) de los es-
fuerzos económicos» (p. 17).

La importancia de un pacto social con eje en las formas de 
financiamiento de los sistemas de pensiones hace pensar en 
un aspecto fundamental, que a lo largo de los debates sobre 
este tema ha ido ganando mayor protagonismo, que es la 
discusión más amplia sobre las reformas tributarias necesa-
rias y en más de un caso urgentes para financiar la matriz de 
protección social. Un debate al que se enfrentan múltiples 
países y en el que las organizaciones sociales —y en este 
caso el movimiento sindical— tienen un rol clave de analizar, 
proponer y reivindicar. La distribución de los recursos e in-
gresos en las sociedades capitalistas actuales y las desigual-
dades profundas que los sistemas reproducen y amplifican 
son un punto central en el debate.

Las profundas inequidades que existen en el continente han 
despertado grandes movilizaciones de las que las organiza-
ciones de la sociedad civil han sido protagonistas en los últi-
mos años. Los casos más destacados son el estallido social 
en Chile y las movilizaciones en Colombia. Estos recursos 
con que cuenta la sociedad civil en su conjunto han sido una 
de las principales herramientas de reivindicación y posibili-
dad de influencia en decisiones políticas regresivas en mate-
ria de derechos, y son también uno de los principales recur-
sos con que ha contado el movimiento sindical.

Brasil y Argentina son casos claros de cómo los sindicatos, 
junto con otras organizaciones de la sociedad, lograron 
frenar reformas regresivas en materia de sistema de pen-
siones, fundamentales para entender los amplios niveles 
de cobertura y estabilidad de los sistemas actuales. En  
Chile, por otro lado, las movilizaciones que se produjeron 
en 2019 tuvieron como resultado la conformación de  
una asamblea constituyente con una amplia pluralidad de 
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actores sociales que están comenzando a discutir las bases 
de una nueva Constitución, de la cual será parte el tema 
del sistema de las pensiones.

Hace tiempo que el movimiento sindical latinoamericano se 
ha involucrado en la discusión del presente y del futuro de la 
seguridad social, también de forma coordinada. En numero-
sas oportunidades se han coordinado acciones, y el intercam-
bio ha sido frecuente desde los años 90, como respuesta a 
las reformas estructurales privatizadoras de la época. Con 
una primera actividad en Caracas en 1992, y particularmente 
desde el encuentro de 1998 en México, el sindicalismo lati-
noamericano recorre una nueva etapa en esta temática.

Como consolidación de este proceso, en agosto de 2004 tu-
vo lugar el Seminario Sindical Latinoamericano de Seguridad 
Social, en el que estuvieron presentes 20 centrales sindicales 
de 13 países de la región y cuyas conclusiones reivindican el 
papel del Estado como garante de la redistribución de la ri-
queza y gestor de la seguridad social. Las centrales reclaman 
la participación de los actores sociales en la planificación y 
administración del sistema, y reafirman los principios de soli-
daridad, universalidad y justicia social. En 2005, en un en-
cuentro de la Coordinadora de Centrales Sindicales del Cono 
Sur, se acordaron la coordinación de los equipos técnicos 
nacionales y las propias centrales entre ellos y con las federa-
ciones internacionales, el desarrollo de una campaña perma-
nente de divulgación y cultura de la seguridad social, la for-
mación en seguridad social como parte de la formación sin-
dical y la promoción de la ratificación y aplicación de las 
normas internacionales en cada uno de los países. Desde 
entonces se ha contado de forma permanente con la coope-
ración técnica de la Organización Internacional del Trabajo, 
en particular de su Oficina de Actividades para los Trabajado-
res (ACTRAV, por su nombre en inglés) y la Oficina Regional 
para el Cono Sur.

UNI Global Union Américas Finanzas (UNI Finanzas), por su 
parte, viene desarrollando desde hace varios años un foro 
anual para hablar sobre el tema de pensiones con la partici-
pación de los sindicatos latinoamericanos asociados. En la 
edición de 2021 del Foro de Pensiones —que fue organiza-
do por UNI Américas Finanzas y la Fundación Friedrich- 
Ebert-Stiftung (FES)—, distintos dirigentes sindicales repre-
sentantes de los trabajadores del sistema financiero expresa-
ron los mayores problemas de los sistemas de pensiones en 
sus países y sus principales reivindicaciones. Este debate y 
puesta a punto de las principales reivindicaciones es parte 
de los insumos de este trabajo; el objetivo de este capítulo es 
sistematizar dichas posiciones para contribuir a generar una 
agenda común.

Dorte Wollrad, directora de FES en Uruguay, fue una de los 
oradores que abrieron el encuentro, expresando lo importante 
que es para los trabajadores participar del debate sobre los 
sistemas de pensiones. Señaló que «es muy relevante para to-
das y todos los trabajadores, pero también para nosotros co-
mo sociedad […] reformar ese sistema; discutirlo es un mo-
mento decisivo para determinar qué nivel de justicia social e 
igualdad tenemos en nuestras sociedades». Y agregó: «Es un 
excelente momento para demostrar la capacidad propositiva 

del sindicalismo y una oportunidad para comprobar la capaci-
dad de construir alianzas y movilizaciones para que las pro-
puestas incidan y se conviertan realmente en políticas públi-
cas».

Por su parte, el secretario general de UNI Américas, Marcio 
Monzane, enfatizó en el aumento de la informalidad en la 
región y las profundas desigualdades, que quedaron aún 
más expuestas con la llegada de la pandemia de covid-19 a 
América Latina. Insistió además en que la discusión de pen-
siones incluye hablar sobre trabajo decente, trabajo digno.

Las características de cada sistema, así como los cambios que 
lo atravesaron a lo largo de su historia, hacen que las res-
puestas del movimiento sindical, las críticas y las propuestas 
de cambios sean bien distintas en cada país. Mientras en al-
gunos la línea de acción ha sido principalmente la resistencia 
a cambios que afecten negativamente a los trabajadores y 
pasivos, en otros se ha avanzado en propuestas más concre-
tas ante la necesidad de cambios profundos en los sistemas 
actuales.

Argentina, que realizó una de las reformas más profundas de 
los años recientes (pasó de un sistema de capitalización indi-
vidual a uno de reparto), tuvo en sus sindicatos en la década 
de 1990 la mayor oposición al sistema de capitalización ope-
rado por las AFJP. Más recientemente, luego de que el siste-
ma pasara a reparto en 2008, durante el último gobierno de 
orientación liberal se aplicaron cambios con efectos regresi-
vos sobre los trabajadores y pensionados, y también en ese 
contexto fue muy significativa la reacción del movimiento 
sindical, que logró que los efectos de la reforma fuesen me-
nos perjudiciales para la población y evitó que esta incluyera 
flexibilizaciones del mercado laboral.

Actualmente el debate en los sindicatos respecto al sistema 
de pensiones se enfoca en cómo lograr mayores niveles de 
cobertura y evitar que estos se vean resentidos a futuro dada 
la informalidad elevada que se registra actualmente. A su 
vez, en el centro del debate está la discusión de medidas que 
permitan mejorar el acceso a las mujeres y los jóvenes, los 
colectivos con mayores dificultades y con perspectivas a futu-
ro complejas con respecto a sus posibilidades de acceder a 
pensiones dignas.

En Brasil, los sindicatos han tenido que defender en reitera-
das oportunidades el sistema de pensiones de muy amplia 
cobertura que está vigente desde fines de la década de 1980. 
Esta postura defensiva fue necesaria frente a distintos inten-
tos de reforma que los gobiernos de orientación liberal bus-
caron imponer, con objetivos principalmente fiscales y con 
efectos regresivos sobre las condiciones de vida de la pobla-
ción. Así, el movimiento sindical tuvo un rol fundamental en 
evitar que las reformas de 1998 y 2016 tuvieran efectos peo-
res. También las llevadas a cabo por gobiernos progresistas, 
como la de 2006, tuvieron a los sindicatos como participan-
tes de la negociación.

En Brasil el sistema de pensiones requiere de altos niveles de 
formalidad, empleo y crecimiento económico para ser soste-
nible financieramente y mejorar las condiciones de acceso y 
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cobertura. Por ello los sindicatos plantean que es necesario 
revisar la forma en que se financia el sistema para evitar que, 
en momentos de baja de la actividad económica, exhiba la 
fragilidad que se observa actualmente. La necesidad de una 
discusión sobre el sistema tributario y el financiamiento del 
sistema, con mayor carga impositiva sobre las rentas elevadas, 
la riqueza y la herencia, el fortalecimiento de la representa-
ción de los trabajadores, la recuperación de derechos tras la 
reciente reforma laboral y la recuperación de la política de 
aumentos salariales son algunos de los temas que actualmen-
te ponen sobre la mesa los trabajadores para mejorar el siste-
ma de pensiones.

En el caso de Chile, el movimiento sindical fue impulsor de un 
conjunto más amplio de movimientos sociales que se unieron 
bajo la consigna de «NO+AFP», que comenzó sus acciones en 
2013 con movilizaciones en distintos puntos del país y elaboró 
documentos con propuestas concretas para un cambio de sis-
tema, basadas en criterios técnicos y un estudio profundo de 
la temática. Estas organizaciones reclaman una reforma total 
del sistema a partir de la evidencia empírica de que para la 
gran mayoría de la población los niveles de las pensiones se 
encuentran muy por debajo de lo necesario para afrontar el 
costo de vida. A su vez, las condiciones de acceso tampoco 
resultan sencillas para una parte de la población con proble-
mas de precariedad laboral y baja densidad en las cotizacio-
nes.

En ese sentido, el esquema chileno, en el que los aportes son 
muy bajos para generar pensiones con niveles dignos y el he-
cho de que esos aportes solamente los realizan los trabajado-
res, es uno de los aspectos más criticados por los movimientos 
sociales.

La propuesta de «No+AFP» es que el sistema pase a un es-
quema de reparto, de prestaciones definidas, en el que ade-
más se genere un fondo de reserva técnica para su capitaliza-
ción, y que al mismo tiempo el financiamiento se apoye en 
contribuciones de los trabajadores, los empleadores y el Esta-
do. Se plantea el respeto a todos los derechos adquiridos en 
el sistema anterior, no se expropiarían los fondos ya ahorrados 
individualmente y se utilizarían cuentas nocionales5 para esos 
ahorros. Además, se propone implementar una pensión uni-
versal no contributiva que equivale al salario mínimo nacional 
y que sería percibida por todos los hombres a partir de los 65 
años y las mujeres a partir de los 60.

El sistema de pensiones en Colombia tiene problemas muy 
evidentes en cuanto al acceso, la cobertura y la suficiencia de 
las prestaciones. El movimiento sindical ha rechazado cons-
tantemente la existencia de las administradoras de fondos de 
ahorro individual, en el entendido de que son responsables 
fundamentales de que este sistema no brinde pensiones dig-
nas a la mayoría de la población. De hecho, en el marco de 

5	 El sistema de cuentas nocionales es una modalidad que se aplica en 
sistemas de reparto, en la que los aportes del trabajador se contabi-
lizan virtualmente en una cuenta individual y se los «capitaliza» de 
forma ficticia a una tasa determinada que, en general, está relacio-
nada con el desempeño de la economía. Al momento del retiro, el 
trabajador recibiría una pensión que, entre otros elementos, consi-
dera el valor del fondo al que llegó su cuenta nocional.

una propuesta del gobierno orientada a reformar el sistema 
pensional, laboral, de salud y el tributario, con una impronta 
aún más regresiva sobre las condiciones de vida de los traba-
jadores, a fines de 2020 se produjeron una serie de manifes-
taciones y levantamientos populares de gran magnitud, inclu-
so con episodios graves de violencia hacia los manifestantes.

Con respecto a las propuestas, el principal objetivo de los sin-
dicatos colombianos es la eliminación del ahorro individual en 
manos de privados. Plantean el pasaje a un sistema de pilares 
totalmente administrado por el Estado, en el que exista un 
esquema de reparto y solidaridad intergeneracional. Esto se 
debería acompañar con una nueva forma de calcular las tasas 
de reemplazo, que hoy resultan muy bajas para atender el 
costo de vida de los pensionados, así como facilitar las condi-
ciones de acceso, que actualmente son muy restrictivas.

Costa Rica, que en su sistema de pensiones tenía como prin-
cipales problemas aspectos vinculados a la cobertura, que 
impedían llegar a la población indicada para tener efectos so-
bre los niveles de pobreza en la vejez, hizo en los últimos años 
algunas reformas paramétricas que volvieron más regresivo el 
sistema y dificultaron aún más las condiciones de acceso. Los 
sindicatos han cuestionado ese énfasis en la sostenibilidad fi-
nanciera en detrimento de las condiciones de vida de las per-
sonas.

Entre sus propuestas, los sindicatos costarricenses plantean 
una reforma que logre integrar el sistema contributivo y el no 
contributivo, en el cual el Estado brindaría una pensión básica 
universal igual a la línea de pobreza, con el fin de eliminar la 
pobreza en la vejez, financiada con impuestos generales. Exis-
tiría también una pensión adicional, dentro de un sistema de 
reparto, pero basado en cuentas nocionales. Además de esa 
pensión, estarían el sistema de capitalización individual obli-
gatorio y el voluntario. Por su parte, las cargas sociales que 
hoy se cobran sobre el trabajo pasarían a impuestos genera-
les; con esto se busca rebajar las cargas sociales sobre las pla-
nillas con el fin de incentivar la formalidad y aumentar la co-
bertura del sistema de pensiones.

El Salvador tiene uno de los sistemas de pensiones con peores 
indicadores de la región, basado en un pilar de capitalización 
individual a través de empresas privadas. Los resultados de-
cepcionantes de este sistema en la cobertura y suficiencia de 
las pensiones han generado una respuesta fuerte de los sindi-
catos, que se nuclearon en un movimiento llamado «No+A-
FP». Si bien el actual gobierno salvadoreño tiene un compro-
miso explícito con la población de llevar adelante una reforma 
del sistema que según el presidente resolverá los principales 
problemas del esquema actual, aún no hay novedades de esa 
reforma y ya ha habido protestas ante el nulo avance sobre el 
tema.

No+AFP ha propuesto nacionalizar el sistema de pensiones, 
establecer una nueva tasa de reemplazo (actualmente es un 
30 % de los sueldos de los últimos 10 años y se propone pasar 
a un 70 % de los últimos tres años) y mantener las edades de 
retiro en 55 para las mujeres y 60 para los hombres. También 
se plantea crear una gobernanza tripartita del sistema donde 
además participen los trabajadores informales.
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En Paraguay el sistema presenta varias debilidades que deter-
minan que tenga baja cobertura y poca capacidad de hacer 
frente a los problemas de pobreza en las edades de retiro. 
Los sindicatos han realizado movilizaciones y formulado críti-
cas al funcionamiento del sistema, principalmente por su ba-
ja cobertura y la dificultad de acceso a las prestaciones.

Las propuestas de reforma del movimiento sindical paragua-
yo apuntan principalmente a cambios paramétricos y no es-
tructurales del sistema, y a la vez a establecer condiciones 
para que los fondos de capitalización sean invertidos en me-
jores términos sin ser puestos en riesgo.

Perú tiene un sistema que evidencia problemas de cobertura 
y suficiencia, con tasas muy bajas de empleo formal que a su 
vez ponen en cuestión el futuro de la seguridad social del 
país. Es un sistema muy fragmentado y con dificultades de 
acceso para las poblaciones de menores ingresos.

El movimiento sindical peruano ha elaborado propuestas pa-
ra reformar todo el sistema, de manera de lograr la universa-
lidad en la cobertura e implementar pensiones mínimas no 
contributivas para combatir la pobreza en las edades de reti-
ro. Se propone un sistema basado en tres pilares, con énfasis 
en el régimen público obligatorio, que implique un alto grado 
de solidaridad intergeneracional, la garantía de una pensión 
mínima y la posibilidad de otorgamiento de pensiones no 
contributivas a cargo del Estado. También se impulsan un 
segundo pilar contributivo voluntario y un tercer pilar volun-
tario, de cuenta individual y complementario de las pensio-
nes de los dos pilares anteriores.

En Uruguay el sistema de pensiones tiene indicadores relati-
vamente buenos en cuanto a cobertura y suficiencia. Sin em-
bargo, es un sistema que (en gran medida por aspectos de-
mográficos) requiere de aportes crecientes del Estado para 
cubrir su déficit, y este es el motivo por el cual se está discu-
tiendo actualmente una reforma del sistema en ámbitos po-
líticos.

El movimiento sindical uruguayo, a través de su central 
(PIT-CNT),6 ha participado en distintas etapas de diálogo en el 
pasado y también fue convocado a intercambios para elabo-
rar la reforma que se procesa actualmente, aunque la postu-
ra que los trabajadores han llevado no ha sido tomada en 
cuenta para el proyecto que por el momento se conoce. Los 
sindicatos reconocen la necesidad de una reforma, pero en 
primer lugar reclaman que esta se lleve a cabo a partir de un 
diálogo social amplio. Plantean también que la discusión de-
be ser integral, teniendo en cuenta toda la matriz de protec-
ción social. Plantean que, si bien es necesario recomponer el 
equilibrio financiero del sistema, esto no puede ser a costa de 
recortar derechos de los sectores más vulnerables; por ello se 
plantea la herramienta de fijar un piso de bienestar universal 
y suficiente para los sectores de escasa capacidad contributi-
va, que deberá financiarse progresivamente por impuestos 
enfocados en los sectores de mayor capacidad contributiva.

6	 Audiencia del PIT-CNT en las CESS: https://cess.gub.uy/sites/default/fi-
les/2020-11/Resumen%20Ejecutivo%20PIT%20CNT.pdf (último ac-
ceso: 24 de febrero de 2022).

También se sostiene que debe reconocerse el fracaso del sis-
tema de ahorro individual y transformar el pilar de ahorro 
actual en uno administrado profesionalmente por el sector 
público, sin fines de lucro y con carácter colectivo. La central 
de sindicatos uruguayos concibe «los sistemas de seguridad 
social como espacios propicios para la redistribución y la soli-
daridad, […] bajo la premisa de que las personas aporten de 
acuerdo a sus posibilidades y reciban de acuerdo a sus nece-
sidades».
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SÍNTESIS FINAL

El debate sobre los sistemas de pensiones es un tema com-
plejo y abarca múltiples aspectos que se deben considerar. La 
bibliografía es amplia y hay diversos análisis profundos y ac-
tualizados sobre los principales elementos que engloba el 
tema. Este trabajo no intenta ser exhaustivo en el análisis, y 
menos contener todas las respuestas; el objetivo fue recolec-
tar información clara y simple sobre los distintos países y ex-
poner sus mayores problemas, así como también identificar 
las reivindicaciones de los sindicatos. Se considera un insumo 
pertinente como preámbulo para generar una plataforma 
común a todos los sindicatos y una posible agenda de debate 
hacia el futuro.

Los numerosos aspectos de este fenómeno implicaron la ne-
cesidad de ser selectivos con los puntos a destacar en el aná-
lisis, y elegir los que parecen más relevantes para el movi-
miento sindical. Como primer punto, se introdujeron algunos 
conceptos con respecto a pensar y reivindicar la seguridad 
social. Estos son: la importancia de reivindicar la seguridad 
social como un derecho humano fundamental; que esta se 
funde en la solidaridad y en la idea de justicia social, que im-
plica una redistribución de los recursos de múltiples formas y 
dimensiones. Entender además que los sistemas de pensio-
nes son parte de un sistema más amplio de protección social, 
que engloba todos los recursos y políticas destinados a gene-
rar tejidos sociales más justos e igualitarios. Esto implica de-
terminar un análisis más amplio que el tradicional y no por 
eso menos importante del triángulo de cobertura, suficiencia 
de las prestaciones y sostenibilidad financiera, y así incluir 
otros elementos, como finanzas públicas, pobreza, demogra-
fía, desigualdades, etcétera, y por último, hacer énfasis en la 
importancia del diálogo social para crear sistemas más justos 
y sostenibles a largo plazo.

Los sistemas de pensiones de la región muestran grandes 
diferencias entre los países, no solo por su estructura sino por 
los resultados que tienen en materia de atención a las nece-
sidades de la población en la etapa de retiro. Algunos Esta-
dos presentan niveles de cobertura elevados y cercanos a los 
observados en los países desarrollados, pero no son la mayo-
ría. Se observan sistemas que alcanzan niveles de cobertura 
cercanos al 20 %, con condiciones de acceso que implican 
que la población que efectivamente recibe una pensión sea 
minoritaria. También se evidencian problemas muy claros de 
suficiencia, relacionados con la baja cobertura y el difícil acce-
so, pero también con las tasas de reemplazo, que en algunos 
casos son extremadamente bajas y están lejos de cubrir una 
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canasta básica de consumo. Esto se ha dado con mayor seve-
ridad en los sistemas de capitalización individual, la mayoría 
de los cuales no alcanzan el mínimo recomendado por OIT de 
45 % del salario anterior al retiro, cuando el compromiso y la 
apuesta de los países que instauraron esos sistemas era jus-
tamente mejorar los niveles de las pensiones.

Por otra parte, también en términos de sostenibilidad existen 
problemas, pero principalmente una perspectiva negativa a 
futuro asociada a los bajos niveles de formalidad laboral que 
implicarán peores condiciones de acceso en las próximas dé-
cadas, al tiempo que se espera que, por causa de la transición 
demográfica, los gastos del Estado en estos sistemas lleguen 
a duplicarse.

En la actualidad existe un cierto consenso respecto a la nece-
sidad de introducir cambios y reformas en los sistemas de 
pensiones de la región, así como también con respecto al 
hecho de que los sistemas de capitalización individual explo-
rados a partir de la década de los 90 no arrojaron los resulta-
dos esperados y no forman parte en general de las recomen-
daciones dominantes en política previsional. Además, las 
desigualdades generadas o potenciadas con estos sistemas, 
como también la necesidad de impulsar alternativas, queda-
ron aún más en evidencia luego de que la región sufrió las 
consecuencias de la crisis económica y social provocada por 
la pandemia de covid-19.

En línea con esto, en las últimas reformas se observa un de-
nominador común que principalmente pone foco en el pro-
blema del escaso nivel de cobertura que presentan varios 
países de la región. Estas modificaciones incluyen mecanis-
mos de solidaridad (contributivos y no contributivos) y en mu-
chos casos también se fortalece el papel del Estado, tanto en 
la administración como en el financiamiento público. Es, en 
cierta forma, una vuelta a los principios básicos de la seguri-
dad social, en especial en aquellos países donde se optó en el 
pasado por fortalecer y/o crear los sistemas de capitalización 
individual.

Otro de los consensos que parece tomar fuerza en la última 
década y que también se introdujo en varias de las últimas 
reformas es aceptar que los sistemas tienen distintos efectos 
sobre los hombres y las mujeres, y que las políticas de pensio-
nes no son neutrales en cuanto al género. Recién en los últi-
mos 15 años algunos países han avanzado gradualmente en 
introducir una perspectiva de género y reivindicar que esta 
mirada sea considerada en todos los próximos análisis y dise-
ños de reformas, porque es fundamental para la sostenibili-
dad de los sistemas.

Actualmente el debate sobre los sistemas de pensiones tiene 
distinto grado de avance en el movimiento sindical de cada 
país. Sin embargo es notorio que, ante intentos de reformas 
con características regresivas sobre las condiciones de vida de 
la población, los sindicatos se han encontrado en la primera 
línea de defensa de los derechos. A su vez comienzan a ser 
más claras las posturas que buscan mejorar la cobertura, lo-
grar una jubilación mínima universal, mejorar el nivel de las 
pensiones, al menos para la población de menores ingresos, 
facilitar el acceso al sistema y diseñar esquemas alternativos 

que permitan dejar de lado sistemas que favorecen el lucro 
privado y amplifican las desigualdades sociales existentes.

Con respecto al debate sobre el financiamiento, hay dos 
cuestiones que son comunes a todos los países y parecen 
fundamentales a la hora de discutir los sistemas de pensio-
nes. Desde el lado del financiamiento público, la necesidad 
de pensar y aportar ideas para elaborar reformas tributarias 
más justas y redistributivas, que puedan sostener las matrices 
de protección social en toda su amplitud y más específica-
mente los sistemas de pensiones.

La otra refiere a la discusión sobre los aportes al financia-
miento que realizan los demás actores, los aportes contribu-
tivos de empresas y trabajadores. Por un lado, considerando 
la alta informalidad en sistemas que se basan fuertemente en 
aspectos contributivos, y por otro, el problema cada vez más 
latente del avance de la tecnología y la sustitución de mano 
de obra. Tomando el ejemplo del sistema financiero, donde 
se ha dado una acelerada penetración del cambio tecnológi-
co en las tareas de las empresas, la pregunta central parece 
ser si es posible seguir con un eje contributivo cuando cada 
vez existen menos puestos de trabajo en el sector y las em-
presas presentan mayores rendimientos. El cuestionamiento 
cada vez más persistente es si la forma de contribuir por cada 
trabajador al sistema de pensiones es la adecuada para finan-
ciar sistemas sostenibles en el largo plazo o si es necesario 
pensar en otras alternativas.

Se observa una tendencia en el movimiento sindical, dados 
los roles sociales que ocupan en general los dirigentes, a te-
ner una mirada de corto plazo. Y esto muchas veces se refle-
ja en las reivindicaciones que estos colectivos manejan res-
pecto a los sistemas de pensiones de cada país. Pero en estos 
temas es fundamental incluir una mirada de largo plazo, y 
hay determinados aspectos que necesariamente se deberían 
considerar.

La OIT (2018a), en el documento Panorama temático laboral: 
Presente y futuro de la protección social en América Latina y 
el Caribe, enumera varios aspectos que están cambiando 
aceleradamente en el contexto latinoamericano y mundial, 
que necesariamente se deberían incluir cuando pensamos en 
la transformación de nuestros sistemas:

1.	 Los efectos de los ciclos económicos en las sociedades 
y la necesidad de tener un sistema de protección social 
ante las crisis que incluya a todos y todas.

2.	 La protección social frente al cambio tecnológico y las 
transformaciones en el mercado laboral, como las 
nuevas formas de contratación. Ambos fenómenos des-
plazan generalmente a los trabajadores menos calificados 
y precarizados. Además, están muchas veces asociados a 
un mayor incremento de la informalidad y a una expan-
sión del trabajo independiente, que además de precarizar 
el trabajo constituye un desafío extra para las formas de 
sindicalización tradicionales.

3.	 Las tendencias demográficas y sus implicancias para la 
protección social. El enlentecimiento de las tasas de creci-
miento de la población total y el aumento del ritmo de 
incremento de la población adulta mayor aumentan las 
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tasas de dependencia de la mayoría de los países y la ten-
dencia creciente a futuro es aún mayor, realidad que se 
identifica como uno de los mayores desafíos para las polí-
ticas de protección social.

4.	 Los desafíos para una mejor gobernanza de la pro-
tección social. «La gobernanza es central para explicar las 
diferencias de desempeño en materia de cobertura, sufi-
ciencia y sostenibilidad. Una buena gobernanza y adecua-
da gestión pueden neutralizar un diseño defectuoso, aun-
que un buen diseño sin una apropiada gestión y gober-
nanza no podría brindar una seguridad social adecuada y 
sostenible» (OIT, 2018a, p. 154).

5.	 Esto incluye la importancia del diálogo social, como ya 
puntualizamos más arriba, y la recomendación de imple-
mentar sistemas que tengan tanto en su etapa de diseño 
como en su gestión una participación tripartita o cuatri-
partita y en consulta con la sociedad civil en general.

6.	 Los sistemas de cuidados como nuevo componente ne-
cesario de los sistemas de seguridad social. La división se-
xual del trabajo, la discriminación, la desigual distribución 
del trabajo no remunerado, entre las múltiples desigualda-
des que ya enumeramos y que afectan a las mujeres, con-
dicionan el desempeño de las trayectorias laborales de las 
trabajadoras y posteriormente repercuten en el acceso y la 
suficiencia de sus pensiones. Una de las medidas que ha 
tomado fuerza y parece fundamental a largo plazo para 
transformar esta realidad es la de generar un sistema de 
cuidados basado en una corresponsabilidad social.

7.	 Respuestas de la protección social al cambio climático. 
«Las políticas públicas generan usualmente instituciones y 
programas sociales rígidos que limitan el alcance de las 
intervenciones cuando el contexto es muy cambiante. El 
cambio climático y las catástrofes naturales son algunos 
de los factores que han experimentado mayores alteracio-
nes en su comportamiento poniendo así a prueba las ca-
pacidades de las políticas públicas para reaccionar y, aún 
más importante, su capacidad de concentrarse en aspec-
tos preventivos» (OIT, 2018a, p. 166).
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La revisión de los esquemas de capitaliza-
ción individual resulta muy necesaria si se 
pretende atacar algunas desigualdades 
ya existentes que amenazan con ampliar-
se en el futuro. A más de 30 años de las 
reformas que implantaron estos sistemas, 
los resultados que se observan están muy 
lejos de lo esperado y generan situaciones 
insostenibles desde el punto de vista so-
cial y político.

Los sindicatos han participado activa-
mente en movilizaciones para evitar que 
los sistemas de pensiones se vuelvan más 
regresivos y trabajan en propuestas para 
mejorar las situaciones problemáticas ac-
tuales. Sin embargo, queda un largo ca-
mino por recorrer en el debate, y la infor-
mación sobre el tema es un aspecto clave 
que no está del todo resuelto.

Para abordar el debate sobre los siste-
mas de pensiones es importante tener 
en cuenta que estos se inscriben dentro 
de la seguridad social y de una amplia 
matriz de protección social. Se trata de 
derechos humanos y de solidaridad, 
por lo que la discusión sobre jubila-
ciones y pensiones debería ser amplia 
y democrática, apoyada en un genuino 
diálogo social.

En la región existen realidades muy dispa-
res, los países han arribado a soluciones 
diversas para mantener niveles de vida 
dignos en su población de mayor edad. 
Esas diferencias se reflejan en alcances de 
cobertura y suficiencia de las prestaciones 
que conllevan situaciones muy difíciles 
de resolver y esquemas que es necesario 
reformar si se pretende alcanzar sistemas 
más justos e inclusivos.

En el futuro será necesario que esta dis-
cusión incorpore elementos que hasta 
hace pocos años no se encontraban en 
el radar: el cambio tecnológico, aspectos 
demográficos, fiscales, sanitarios o los 
efectos del cambio climático, entre mu-
chos otros.

Una discusión democrática, amplia, 
constructiva y basada en el diálogo social 
parece necesaria para que los cambios y 
reformas que se implementen sean sos-
tenibles en el largo plazo y no respondan 
a visiones electorales o puramente basa-
das en lo económico, dejando de lado un 
enfoque integral y apoyado en los dere-
chos humanos como foco principal.
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